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RESUMEN  
El propósito de este trabajo es analizar la regulación actual española de la figura del ajuste 
secundario como regla de calificación fiscal específica en operaciones vinculadas, que se 
introduce en la Ley del Impuesto sobre Sociedades en 2006. A pesar de ser una norma tan 
joven, desde su entrada en vigor ha sufrido un recurso contra su reglamento de desarrollo y 
la consecuente anulación de una serie de preceptos de su articulado, una nueva redacción y 
un aluvión de críticas por parte de la doctrina. Aunque varias organizaciones internacionales 
han advertido de la cautela que deben tener los Estados al regular dicho ajuste por la 
posibilidad de originar doble imposición, parece que el legislador español ha querido ser 
pionero en su regulación y la consecuencia, entre muchas otras susceptibles de crítica, se 
refleja en unas calificaciones apriorísticas que comportan situaciones de doble imposición. 
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THE SECONDARY ADJUSTMENT IN RELATED – PARTY TRANSACTIONS: A MISSED 
OPPORTUNITY BY THE SPANISH LEGISLATOR 
SUMMARY 
The purpose of this work is to analyse the current Spanish regulation of the secondary 
adjustment figure as a specific qualification tax rule within the related-party transactions 
introduced by the Spanish Corporate Tax Law in 2006. Despite being such a youthful 
regulation, it has been appealed and consequently many of its precepts have been amended 
and cancelled. Not only that, but it has also been criticized by the doctrine. Namely, its 
drafting has been changed dramatically. Even though several international organizations 
have advised about the prudence states must have when regulating this adjustment since 
double taxation might occur, it seems that the Spanish legislator has wanted to be pioneer 
about its regulation and the consequence, among many others which deserve criticism, is 
reflected by its deductive qualifications whereby imply situations of double taxation.  
KEYWORDS 
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Las operaciones vinculadas es uno de los regímenes que más se ha visto afectado por la 
última reforma fiscal de la normativa del Impuesto sobre Sociedades. Algunas de sus 
modificaciones parece que tienen origen en las continuas demandas por parte de la 
doctrina, como lo es la relativa al ajuste secundario como norma de calificación fiscal. En 
este caso concreto, también responde directamente al recurso por vulneración de principios 
constitucionales que sufrieron algunos preceptos del reglamento de desarrollo anterior, 
comportando su consecuente anulación por la sentencia del Tribunal Supremo de 27 de 
mayo de 2014.  
El ajuste secundario es el tratamiento fiscal de la renta puesta de manifiesto como 
consecuencia de la aplicación de un ajuste valorativo. Las operaciones entre partes o 
entidades vinculadas deben valorarse a valor de mercado como si fueran partes o entidades 
independientes, pero cuando no se respeta dicha valoración la normativa obliga a aplicar un 
ajuste primario, corrigiendo el valor convenido en una de las partes de la operación, y de 
forma posterior un ajuste bilateral o correlativo en la otra parte, de signo contrario al primario 
y por el mismo importe. A pesar de la aplicación de estos ajustes, que afectan a la base 
imponible del impuesto, se constata un desequilibrio patrimonial por el exceso de fondos 
originado por la operación principal en una de las partes. La finalidad del ajuste secundario 
es calificar fiscalmente este exceso de fondos, que se entenderá presuntamente como una 
operación secundaria, para poder restituir la situación a la que se hubiera ocasionado en un 
contexto de independencia.  
Este ajuste de calificación fiscal se ha convertido en un foco de debate doctrinal, pero no por 
el ajuste en sí mismo considerado, sino por cómo está regulado en la normativa española. 
De manera que a través de este trabajo se intentará responder a la siguiente hipótesis: ¿el 
artículo 18.11 de la Ley 27/2014 del Impuesto sobre Sociedades y el artículo 20 del Real 
Decreto 634/2015 por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, 
reguladores del ajuste secundario, subsanan los defectos de la anterior regulación y 
resuelven todas las cuestiones básicas de aplicación de dicho ajuste? 
Ante la formulación de tal hipótesis, el objetivo que se plantea en este trabajo es poder llegar 
a concluir si la regulación actual del ajuste secundario da una respuesta efectiva a las 
cuestiones más fundamentales de aplicación de todo mandato legal y también si se ha 
tenido en cuenta, para la redacción de la nueva regulación, las críticas que la doctrina y los 
expertos hicieron desde el momento de su entrada en vigor, así como también la 
interpretación al respecto del Tribunal Supremo en la sentencia antes referenciada. 
La metodología utilizada ha sido básicamente la lectura y el análisis de la legislación 
española sobre el ajuste secundario, la originaria y la vigente, y el estudio de la figura del 
ajuste secundario por parte de la doctrina, a través de libros y de artículos, puesto que de 
momento parece que existen pocas consultas tributarias y jurisprudencia al respecto. Esto 
último denota que, aparentemente, no se están planteando problemas respecto a la 
aplicación práctica del ajuste secundario, sin embargo cabrá plantearse, a lo largo del 
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presente análisis de la legislación española, si tal situación es consecuencia de una 
redacción normativa clara y completa. 
El trabajo se estructura mediante un primer apartado que analiza el origen de la legislación 
española en precios de transferencia incidiendo en sus reglas de valoración y destaca los 
aspectos más importantes del actual régimen de operaciones vinculadas, un segundo 
apartado que explica la tipología de ajustes en operaciones vinculadas en función de su 
finalidad (ajustes primarios, bilaterales o correlativos y secundarios) y un tercer apartado que 
expone el origen y la evolución del ajuste secundario y los aspectos básicos del mismo 
(ámbito de aplicación, naturaleza, legitimidad y sancionabilidad). A continuación, se articula 
un cuarto apartado que estudia la norma de valoración y calificación contable de las 
operaciones vinculadas en comparación con las correspondientes al ámbito fiscal y un 
quinto apartado que analiza el tratamiento y las repercusiones fiscales de este ajuste, 
primero respecto la regla específica de calificación en las relaciones socio o partícipe – 
entidad (diferenciando si la diferencia es a favor del socio o de la entidad) y después 
respecto la regla general en el resto de relaciones vinculadas. En el sexto apartado se 
exponen los pronunciamientos de varias organizaciones sobre cómo deberían regular los 
Estados dicho ajuste, en el séptimo apartado se presenta la restitución patrimonial como una 
alternativa a la aplicación del ajuste secundario y en el octavo apartado se muestra la 
regulación de este ajuste en otras legislaciones fiscales. Finalmente, hay un noveno 
apartado que sintetiza todos los aspectos críticos de la regulación actual española que se 
han ido desarrollando a lo largo del expositivo y posteriormente se exponen las conclusiones 







1. LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA EN LA LEGISLACIÓN 
ESPAÑOLA 
1.1. Los precios de transferencia como resultado de la globalización 
Se entienden por precios de transferencia los precios aplicables a cualquier tipo de 
operación, tanto ordinaria (que implica ingresos y gastos corrientes) como extraordinaria 
(como por ejemplo compraventa de inmovilizado, valores, etc.), realizada entre personas o 
entidades vinculadas, que en el ordenamiento jurídico tributario español se configuran 
dentro de la concepción de operaciones vinculadas.  
Los precios de transferencia nacen en el contexto actual de internacionalización del mundo 
empresarial, como consecuencia de la existencia de grupos de sociedades que desarrollan 
operaciones en países con diferentes regímenes fiscales. Esta diversidad de sistemas 
fiscales supone un desafío para las autoridades tributarias de los países involucrados. 
Los precios fijados en el seno de operaciones con contenido económico entre partes 
vinculadas pueden diferir de los que resultan entre empresas independientes. Esta 
diferencia de valoración puede responder a una estrategia empresarial con vocación de 
evitar regulaciones antidumping, favorecer la entrada en nuevos mercados, conseguir cierto 
posicionamiento, reducir el beneficio generado en países políticamente inestables, etc. El 
problema nace cuando la motivación de dicha estrategia empresarial consiste 
principalmente en minimizar la tributación global a nivel de grupo, produciendo efectos 
negativos para la Administración tributaria, realizando operaciones de compra y venta de 
productos o servicios de manera que los beneficios se trasladan a los países del grupo 
donde los tipos impositivos son menores mientras que los gastos se concentran en países 
donde el nivel de tributación es más alto, consiguiendo que las bases imponibles elevadas 
por acumulación de beneficios tributen a un tipo inferior que las bases imponibles menores 
por acumulación de gastos. En estos casos se entiende que nos encontramos ante prácticas 
de elusión fiscal. 
La expresión “precios de transferencia” no debe relacionarse directamente a supuestos de 
manipulación interesada de bases imponibles o elusión fiscal. Así lo confirman las propias 
Directrices de Precios de Transferencia1 (en adelante, Guidelines) de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (en adelante, OCDE) en su párrafo 1.2: “Las 
Administraciones tributarias no deben considerar automáticamente que las empresas 
asociadas pretendan manipular sus beneficios. Pueden existir dificultades reales en la 
determinación exacta del valor de mercado ante la ausencia de fuerzas de mercado o ante 
la adopción de una estrategia empresarial concreta”.  No obstante, se constata una cierta 
tendencia doctrinal a identificar la concepción de precios de transferencia con transacciones 
entre entidades del mismo grupo valoradas a precio distinto del que se pactaría en un 
contexto de independencia.  
                                                          
1
 Transfer Pricing Guidelines for Multinational Enterprises and Tax Administrations. Tienen su origen en 1995, pero la OCDE las 
va actualizando periódicamente, siendo la última fecha de publicación el 22 de julio de 2010. 
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En el marco del ordenamiento jurídico español, la existencia de un régimen especial de 
operaciones vinculadas2 en el Impuesto sobre Sociedades (en adelante, IS), previsto 
actualmente en el  artículo 18 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades (en adelante, LIS 2014), responde a la necesidad de evitar que personas o 
entidades vinculadas3 manipulen entre ellas, de forma interesada o artificial, la valoración de 
los precios de intercambio de bienes o servicios con el ánimo de aumentar sus gastos o 
disminuir sus ingresos, ocasionando una traslación encubierta de beneficios. Así, la gran 
mayoría de legislaciones fiscales articulan normas de valoración especiales para las 
transacciones que se dan en un contexto de vinculación a efectos fiscales entre los sujetos 
implicados.  
1.2. Evolución de la legislación española en operaciones vinculadas: especial 
consideración a su valoración  
El origen de la regulación española en materia de operaciones entre partes o entidades 
vinculadas se remonta a 1978, con la promulgación de la Ley 61/1978, de 27 de diciembre, 
del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, LIS 1978). En el apartado 3 del artículo 16 de 
dicha ley, titulado “valoración de ingresos y gastos” se estipulaba que “cuando se trate de 
operaciones entre Sociedades vinculadas, su valoración a efectos de este Impuesto se 
realizará de conformidad con los precios que serían acordados en condiciones normales de 
mercado entre sociedades independientes”. 
Como dice Esteve Pardo (1996, p.67), “el principal problema, desde el punto de vista de sus 
repercusiones prácticas, que planteaba el deber de valorar la operación a precios de 
mercado era, sin duda, el alcance del ajuste fiscal que resultaba de tal valoración”. Ante la 
imprecisión del redactado legal, surgieron dos tesis sobre este tema: los defensores del 
ajuste unilateral, que entendían que la corrección valorativa debía aplicarse solamente a la 
parte vinculada a la que ésta supusiera una mayor base tributable, y los defensores del 
ajuste bilateral, que era un amplio y prestigioso sector doctrinal, que sostenían que la 
corrección valorativa debía comportar implicaciones para ambas partes (para una a nivel de 
ingresos y para la otra a nivel de gastos). La tesis del ajuste bilateral fue reiterada por parte 
del Tribunal Económico Administrativo Central (en adelante, TEAC), a partir de su resolución 
de 10 de septiembre de 1986, y también implícitamente por parte del Tribunal Supremo (en 
adelante, TS). Ante dichas reacciones, el legislador intentó clarificar el sentido de los 
ajustes, a favor del ajuste unilateral, mediante la adición de un segundo párrafo al artículo 
16.3 LIS 1978 a través del apartado cinco de la Disposición Adicional 5ª de la Ley 18/1991, 
de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (en adelante, IRPF): 
“Cuando la Administración deba proceder, fuera del plazo voluntario de declaración, a 
ajustar la valoración de las operaciones entre sociedades vinculadas, el ajuste no podrá 
suponer minoración de ingresos ni incremento de gastos o de costes para ninguna de las 
partes.” 
                                                          
2
 El artículo 18 LIS 2014 no contempla una definición en si del concepto de operación vinculada y se limita a establecer en el 
artículo 18.2 los supuestos que comportan vinculación entre partes o entidades.  
3
 Son las establecidas en el artículo 18.2 LIS 2014, pudiéndose agrupar en cinco grupos de relaciones: 1) socio – entidad,  2) 
administrador – entidad, 3) por pertenencia a un grupo de sociedades, 4) por participación en entidades sin formar grupo 
mercantil y 5) con establecimientos permanentes.  
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De la lectura del nuevo párrafo introducido en el artículo 16.3 LIS 1978 se podía llegar a 
entender que, si el ajuste valorativo se realizaba antes de la finalización del plazo voluntario 
de declaración, podía resultar bilateral, así como si eran las partes intervinientes quienes lo 
realizaban una vez transcurrido dicho plazo. De manera que la desafortunada redacción de 
tal precepto, lejos de clarificar la apuesta del legislador por el ajuste unilateral, creó más 
elementos de confusión. 
Con la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, LIS 
1995), en la que se configuraba ya el artículo 16 como regulador de las “operaciones 
vinculadas”, se introduce la valoración a precios de mercado como una potestad valorativa 
de la Administración tributaria, de manera que los sujetos vinculados ya no tenían la 
obligación de valorar sus transacciones por el valor de mercado, sino que era solamente la 
Administración quien podía valorar en base a tal criterio “cuando la valoración convenida 
hubiera determinado, considerando el conjunto de las personas o entidades vinculadas, una 
tributación en España inferior a la que hubiere correspondido por aplicación del valor normal 
de mercado o un diferimiento de la tributación” (primer párrafo art. 16.1 LIS 1995). Esta 
nueva regulación suponía, en cierta medida, la renuncia a que los sujetos pasivos tributaran 
por la renta efectivamente obtenida por cada uno de ellos mientras tanto no se perjudicaran 
los intereses de la Administración tributaria española. Sin embargo, también se introduce la 
posibilidad de que los sujetos pasivos lleguen a acuerdos con la Administración sobre la 
valoración de mercado de sus operaciones vinculadas, aumentando así la seguridad 
jurídica.  
Respecto a los ajustes, parece apreciarse una apuesta por el ajuste bilateral a través del 
tercer párrafo del artículo 16.1 LIS 1995, al establecerse que la valoración administrativa no 
determinaría la tributación por IS, ni IRPF o Impuesto sobre la Renta de los No Residentes 
(en adelante, IRNR), de una renta superior a la efectivamente derivada de la operación para 
el conjunto de las partes implicadas. Si solamente se efectúa un ajuste, aumentando la base 
imponible de la parte beneficiada por la operación, la tributación global se incrementa en 
dicha cuantía. De manera que la norma imponía, sin duda, la aplicación de un ajuste 
bilateral. 
En 2004 se publica el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, TRLIS 
2004), que deroga la LIS 1995. Cambia el redactado del artículo 16, pero no se aprecian 
novedades de fondo respecto a la valoración de las operaciones vinculadas. 
El régimen de operaciones vinculadas fue objeto de una importante reforma, con la 
modificación de la TRLIS 2004 a raíz de la promulgación de la Ley 36/2006, de 29 de 
noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal (en adelante, Ley 36/2006). Sus 
dos objetivos fueron asegurar que las transacciones entre entidades vinculadas se 
efectuaran en idénticas condiciones que las realizadas por partes independientes y adaptar 
nuestra legislación a la normativa internacional existente. Hay que destacar la introducción 
del ajuste secundario, que se configura como una de las modificaciones más importantes, y 
también la transformación de la valoración a precios de mercado de una potestad valorativa 
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de la Administración tributaria a una norma de valoración obligatoria también para los 
sujetos pasivos y la eliminación de la condición de que se constate un perjuicio económico 
para la Hacienda española para valorar a precios de mercado. 
1.3. El régimen actual de las operaciones vinculadas 
La regulación actual española relativa a los precios de transferencia responde a las 
directrices y a la doctrina elaboradas por la  OCDE, así como también lo hacen la gran 
mayoría de ordenamientos fiscales de los países miembros de la Unión Europea. Se 
inspiran en el principio de plena competencia en los precios, conocido internacionalmente 
como principio arm’s length, que supone que el precio que debe fijarse en las relaciones 
entre las distintas entidades pertenecientes a un grupo empresarial debe ser el precio que 
se establecería en condiciones normales entre partes independientes, es decir, el valor de 
mercado. Este principio rector se contempla  en el artículo 9.1 del Modelo de Convenio 
Tributario sobre la renta y sobre el patrimonio de la OCDE (en adelante, MC OCDE) donde 
se establece que:  
Cuando dos empresas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas por condiciones 
aceptadas o impuestas que difieran de las que serían acordadas  por empresas independientes, los 
beneficios que habrían sido obtenidos por una de las empresas de no existir dichas condiciones, y que de 
hecho no se han realizado a causa de las mismas, podrán incluirse en los beneficios de esa empresa y 
someterse a imposición en consecuencia. 
La LIS 2014, que deroga el TRLIS 2004, presenta novedades significativas en el régimen de 
operaciones vinculadas en relación con: 
- El perímetro de vinculación (art. 18.2): una entidad y sus consejeros o administradores 
son partes vinculadas salvo en lo que corresponde a la retribución por el ejercicio de 
sus funciones (art. 18.2 b LIS 2014), dejan de ser partes vinculadas una entidad y los 
socios o partícipes de otra entidad cuando ambas entidades pertenezcan a un grupo 
(art.16.3 e TRLIS 2004), también dejan de serlo una entidad no residente en territorio 
español y sus establecimientos permanentes en el mismo (art. 16.3 k TRLIS 2004) y 
dos entidades que forman parte de un grupo que tribute en régimen de grupos de 
sociedades cooperativas (art. 16.3 l TRLIS 2004). Se modifica también el porcentaje 
mínimo de participación en los supuestos en los que la vinculación se define en función 
de la relación socios o partícipes con la entidad, pasando a ser igual o superior al 25%. 
- La documentación justificativa de la determinación del valor de mercado de las 
operaciones (art. 18.3): se simplifica el contenido para determinadas operaciones de 
aquellas entidades o grupos de entidades con un importe neto de la cifra de negocios 
inferior a 45 millones de euros. 
- El ámbito de los métodos de valoración (art. 18.4): la jerarquía de los métodos de 
valoración se elimina. Sin embargo, al admitirse de forma adicional y subsidiariamente, 
otros métodos de valoración, habrá prevalencia de aplicación entre los cinco métodos 
enunciados en la ley. 
- Los acuerdos previos de valoración (art. 18.9): sus efectos se pueden extender a 
ejercicios anteriores no prescritos. 
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- Las operaciones de los socios con las sociedades profesionales (18.6): se introducen 
reglas específicas de valoración, ajustándose a la realidad económica. 
- El ajuste secundario (art. 18.11): la ley desarrolla con más detalle el tratamiento fiscal 
que hay que otorgar a la diferencia entre el valor convenido y el valor de mercado de la 
operación vinculada en función de la relación socios o partícipes - entidad, y se 
introduce la opción de evitar dicho ajuste cuando se restituya patrimonialmente la 
diferencia de valoraciones entre las personas o entidades vinculadas. 
- El procedimiento de comprobación (art. 18.12): se excluye la opción de solicitar la 
tasación pericial contradictoria. 
- El régimen sancionador (art. 18.13): se disminuye el importe de las sanciones, 
pasando de 15.000 a 10.000 euros por grupo de datos falsos o omitidos y de 1.500 a 
1.000  por dato falso o omitido. 
En definitiva, la LIS 2014 introduce una serie de modificaciones que, en general, permiten 
apreciar un cambio en la fundamentación española de las operaciones vinculadas, 
consecuencia de un mayor acercamiento a las directrices de la OCDE. No obstante, como 
se irá viendo a lo largo de este trabajo, respecto al ajuste secundario parece que sigue 
distanciándose de ciertos posicionamientos de la OCDE. 
2. LOS AJUSTES EN OPERACIONES VINCULADAS 
2.1. Ajustes de valoración y ajuste de calificación 
Ante el riesgo de que se consigan economías fiscales indebidas o se erosionen bases 
imponibles con valoraciones interesadas o artificiales de las operaciones vinculadas, las 
Administraciones tributarias muestran una tendencia a “ajustar” dichos precios de 
transferencia de conformidad con los precios que deberían darse en un contexto de 
independencia dentro de un mercado de libre competencia. En aras a conseguir dicho 
objetivo, después de un procedimiento de comprobación del valor de mercado, en las 
operaciones realizadas entre entidades y personas vinculadas pueden realizarse tres tipos 
de ajustes correctores: ajuste primario, ajuste bilateral, correlativo o correspondiente y ajuste 
secundario. Estos ajustes responden a la finalidad de restablecer la situación tributaria de 
las partes vinculadas a la situación que se hubiese dado en el caso de que las intervinientes 
hubieran sido entidades independientes y hubieran pactado unos precios de mercado, es 
decir, restablecer la situación tributaria atendiendo a la estricta aplicación del principio de 
plena competencia.  
El hecho de que las transacciones se acuerden a unos precios que difieren de los de 
mercado puede suponer una transferencia encubierta de beneficios de unas partes a otras, 
ubicando estratégicamente los beneficios en los países con tipos impositivos más bajos, de 
manera que se consiga una menor tributación global a nivel de grupo. Con el fin de evitar 
estas traslaciones de beneficios se articula la regla de valoración por el valor de mercado, 
que se configura actualmente en el ordenamiento jurídico español como una regla valorativa 
obligatoria para el contribuyente, permitiendo a la Administración competente corregir los 
valores declarados por las partes que no respondan al valor de mercado correspondiente. 
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En este contexto, se habla de ajuste primario para referirse al que practica la autoridad fiscal 
de un Estado para corregir los resultados netos declarados por una empresa sometida a 
tributación en dicho Estado, incrementando su base imponible por haber convenido precios 
diferentes a los que resultarían en un contexto de independencia entre las partes. 
Paralelamente, para solucionar la doble imposición que se generaría a nivel global al 
gravarse dos veces la misma renta si solamente se aplicase este ajuste primario, la 
autoridad del otro Estado contratante o el propio contribuyente  debe proceder a aplicar el 
ajuste bilateral, que es de mismo importe y signo contrario al ajuste primario. No obstante, 
en el caso de operación vinculada interna será el mismo Estado quien debe efectuar las 
correcciones correspondientes a ambos ajustes.  
Ante este escenario, se plantea una cuestión: ¿pueden los ajustes primario y bilateral, como 
ajustes de valoración, solventar el problema del exceso de fondos que se genera en una 
operación vinculada en la que el valor pactado difiere del valor de mercado? La respuesta 
parece ser negativa, pues dichos ajustes permiten modificar la asignación de beneficios 
imponibles entre personas o entidades vinculadas, respetando el principio de plena 
competencia, pero no tienen en cuenta el exceso de tesorería transferida. De hecho, con la 
aplicación del ajuste primario y el bilateral se constata un manifiesto desequilibrio entre la 
situación patrimonial y la base imponible corregida de las partes operantes. Este exceso de 
fondos no se restituye con la aplicación del ajuste primario y bilateral sino que continua 
presente en la empresa que los recibe con la operación vinculada, de manera que con estos 
dos ajustes no se cumple de forma total el objetivo de restablecer la situación tributaria a la 
que se hubiera dado en condiciones de plena competencia.  De aquí surge la necesidad de 
aplicar el ajuste secundario, por parte de algunos Estados, como ajuste que permite calificar 
ese exceso de tesorería como una operación presunta y distinta a la principal que requiere 
un tratamiento fiscal adecuado a su verdadera naturaleza. 
En conclusión, cuando se realizan operaciones entre partes o entidades vinculadas en las 
que se acuerdan precios valores que difieren de los de mercado, se originan dos 
operaciones: 
- La operación principal, que se corresponde con la entrega de bienes o la prestación de 
servicios realmente realizada. 
- La operación secundaria, que se corresponde con el desplazamiento patrimonial que 
se produce junto con la operación principal, derivado de la diferencia entre el valor 
convenido y el valor de mercado. 
2.2. Ajustes de valoración: ajuste primario y  ajuste bilateral  
Tradicionalmente se ha concebido el ajuste primario como la corrección valorativa que 
incrementa la base imponible de la parte contratante que había registrado en la operación 
inicial un menor ingreso o un mayor gasto en la cuantía de la diferencia entre el valor 
pactado y el valor de mercado, mientras que el ajuste bilateral es el que se debe aplicar a la 
otra parte, que había registrado un mayor ingreso o un menor gasto, disminuyendo su base 
imponible para neutralizar el efecto del ajuste primario y evitar la doble imposición que se 
generaría a nivel de tributación global si solamente resultara de aplicación el ajuste primario, 
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de manera que el primario tendrá signo positivo y el bilateral signo negativo. No obstante, 
Ferrer Vidal (2015, p.45) afirma que, a su juicio, “el ajuste primario puede ser de signo 
positivo o negativo, afectando por supuesto ello al sentido del ajuste bilateral”.  
En el ordenamiento jurídico español es el artículo 18.10 LIS 2014 el que regula el ajuste 
primario y el ajuste bilateral, estableciendo que: 
La Administración tributaria podrá comprobar las operaciones realizadas entre personas o entidades 
vinculadas y efectuará, en su caso, las correcciones que procedan en los términos que se hubieran 
acordado entre partes independientes de acuerdo con el principio de libre competencia (…) La 
Administración tributaria quedará vinculada por dicha corrección en relación con el resto de personas o 
entidades vinculadas.  
Así, si la Administración tributaria queda vinculada por la corrección acorde al valor de 
mercado respecto al resto de personas o entidades vinculadas, se entiende que el ajuste 
valorativo realizado en una parte (ajuste primario) también deberá efectuarse en la otra 
(ajuste bilateral), de manera que se cumpla el mandato de neutralidad fiscal del segundo 
párrafo del artículo 18.10 LIS 2014, por el que la corrección practicada por la Administración 
tributaria no puede determinar una tributación de una renta superior a la efectivamente 
derivada de la operación para el conjunto de personas o entidades implicadas en la misma. 
Acorde con este planteamiento, el TS en su sentencia de 27 de mayo de 2014 (RJ 2014, 
3884)4 afirma que:  
El artículo 16.1
5
 regula el denominado ajuste primario, el cual ha de ser primero unilateral y posteriormente, 
si es posible, y se dan las circunstancias requeridas para ello, bilateral o correlativo (…) Se trata, mediante 
él, de corregir las desviaciones que en la fijación del valor de mercado puedan producirse, correcciones que 
habrán de tener, si es posible, una doble dirección: unilateral, primero, y bilateral, después. 
De manera esquemática se muestra a través de la siguiente tabla los principales rasgos de 
los dos ajustes de valoración en operaciones vinculadas previstos en nuestro ordenamiento 
jurídico. 
 AJUSTE PRIMARIO AJUSTE BILATERAL 
¿Qué es? 
La corrección valorativa que modifica 
el valor de una operación vinculada. 
La corrección valorativa que se efectúa 
para compensar los efectos del ajuste 
primario. 
¿Cuál es su 
finalidad? 
Aumentar la base imponible (en la 
mayoría de las ocasiones) en la 
cuantía correspondiente a la 
diferencia entre el valor pactado y el 
de mercado. 
Disminuir la base imponible de la otra 
parte para evitar la doble imposición que 
se produciría a nivel global si solamente 
se aplicara el ajuste primario. 
¿Cuándo se 
aplica? 
Cuando la parte o entidad ha 
registrado un mayor gasto o un 
menor ingreso del que debería haber 
registrado si la operación se hubiera 
acordado a precios de mercado. 
Cuando la otra parte o entidad ha 
registrado un menor gasto o un mayor 
ingreso del que debería haber registrado 
si la operación se hubiera acordado a 
precios de mercado. 
¿Quién lo puede 
aplicar? 
La Administración tributaria 
La Administración tributaria o el propio 
contribuyente 
¿Qué tipo de 
procedimiento se 
sigue? 
Procedimiento de inspección 
tributaria 
Procedimiento específico (seguido 
seguramente por los órganos de 
inspección que han tramitado el ajuste 
primario) 
                                                          
4
 Párrafos 16 y 17 del fundamento jurídico 4º, letra b. 
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A continuación se plantea un caso práctico simple, a modo de ejemplo, para ver el 
funcionamiento de los ajustes de valoración. La empresa española ARSOPOL, que ostenta el 
100% de la empresa francesa GUSTO, presta a la empresa francesa un servicio por valor de 80.000 











GUSTO deberá deducirse un gasto de 50.000 €, en lugar de 80.000 €, por lo que cabe efectuar un 
ajuste extracontable positivo de 30.000 €. ARSOPOL deberá tributar por un ingreso de 50.000 €, 
siendo necesario proceder a la aplicación de un ajuste extracontable negativo de 30.000 €. En este 
caso, el exceso de fondos generados con la operación reside en el socio ARSOPOL puesto que 
cobró 30.000 € de más por el servicio prestado a GUSTO. De manera que aquí, según lo establecido 
en el artículo 18.11 LIS 2014, para dar explicación a este exceso de fondos, se presume que se ha 
realizado una operación secundaria de distribución encubierta de dividendos puesto que, aunque se 
han modificado las bases imponibles, el socio sigue teniendo en su patrimonio esos 30.000 € de 
diferencia de valoración. Como se verá más adelante, para el socio esos 30.000 € se calificarán como 
participación en beneficios y para la entidad como distribución de resultados. Habrá que ver si se 
puede aplicar alguna exención para neutralizar el efecto fiscal de esta operación presunta. 
 2.3. La relación entre los ajustes de valoración y el ajuste de calificación 
Como se introducía anteriormente, la cuestión del ajuste secundario se plantea vinculado a 
la calificación fiscal del exceso de renta que consta en la contabilidad de una parte vinculada 
respecto a la que, en términos de plena competencia, debería haberse obtenido y pagado 
de acuerdo con los ajustes primario y bilateral realizados por las autoridades fiscales.  
Mientras el ajuste primario y el bilateral consiguen que la operación se registre por su valor 
de mercado haciendo que tribute por el beneficio quién realmente lo obtiene, el ajuste 
secundario se muestra como un ajuste complementario a éstos, que pretende garantizar el 
restablecimiento total de la situación patrimonial que se hubiera dado si la operación se 
hubiera desarrollado en un contexto de plena competencia. 
La mayoría de la doctrina considera que el ajuste bilateral y el ajuste secundario se 
configuran como dos ajustes no excluyentes, con finalidades distintas y compatibles entre 
ellos, pues mientras el bilateral atiende a una necesidad de valoración, el secundario 
responde a una necesidad de calificación. La combinación de ambos ajustes puede 
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 Para facilitar el caso, suponemos que ambas empresas sólo han realizado la operación en cuestión, a efectos de cálculo de la 
base imponible. 
Ingresos 80.000 
Ajuste bilateral - 30.000 
Base imponible 50.000 
Gastos -80.000 
Ajuste primario +30.000 





Ha registrado un 
mayor ingreso, 
disminuye su base. 
Ha registrado un 
mayor gasto, 
aumenta su base. 
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ocasionar un efecto neutro (si el ajuste secundario queda minorado por la aplicación de 
algún mecanismo), una situación de doble imposición (si el hecho imponible que nace de la 
operación secundaria ficticia no puede ser suprimido por ningún mecanismo) o de 
desimposición (si la aplicación del ajuste secundario implica una menor tributación que la 
que resultaría de aplicar solamente los ajustes de valoración): 
2.4.  Ajustes en operaciones internacionales: procedimientos amistosos y 
cláusula arbitral en los convenios para evitar la doble imposición internacional 
y convenio europeo de arbitraje 
Cuando un contribuyente tiene vinculación fiscal con una parte o entidad de otro país y se 
encuentra incurso en una inspección, como por ejemplo la iniciación de un ajuste primario, 
es posible que el cumplimiento tributario por parte de los órganos inspectores nacionales 
tenga repercusión en otras jurisdicciones fiscales. Si bien es cierto que el principio 
internacional arm’s length es el factor común de los precios de transferencia, las normas 
específicas sobre los mismos pueden variar entre Estados, pudiendo conllevar a múltiples 
controversias y a situaciones de doble imposición. Es aquí donde entran en juego los 
procedimientos amistosos previstos en los convenios para evitar la doble imposición 
internacional. 
El procedimiento amistoso se configura como un mecanismo adicional establecido en los 
convenios para evitar la doble imposición internacional, con la finalidad de solucionar los 
conflictos que surgen de la interpretación y aplicación de los propios convenios entre las 
Administraciones tributarias de ambos países de los que son residentes las partes 
vinculadas que llevan a cabo la operación. A pesar de la existencia de los procedimientos 
amistosos, la OCDE, consciente de la limitación de los mismos como único sistema de 
resolución de conflictos en el ámbito de un convenio de doble imposición internacional y no 
teniendo la obligación a través de ellos de llegar a un acuerdo, ha introducido en su modelo 
de convenio una cláusula de remisión al arbitraje. Así, parece que las cuestiones que no 
puedan ser resueltas en el seno de un procedimiento amistoso pueden someterse 
voluntariamente a la decisión de un tercero ajeno, que será quien propondrá una solución a 
la controversia.  
Finalmente, destacar como instrumento de solución de conflictos entre Estados europeos en 
materia de operaciones vinculadas el Convenio Europeo de Arbitraje, Convenio 90/436/CEE, 
de 23 de julio de 1990, relativo a la supresión de la doble imposición en el caso de 
corrección de beneficios de empresas asociadas. Con la aplicación del mismo, si no se llega 
a un acuerdo en una primera fase amistosa, debe crearse una comisión consultiva que 




3. EL AJUSTE SECUNDARIO  
3.1. El origen del ajuste secundario en la legislación española 
El ajuste secundario se introduce en nuestro Derecho positivo por la Ley 36/2006, que 
modifica la redacción del artículo 16 TRLIS 2004. La finalidad de dicha modificación fue 
adaptar la legislación española en materia de precios de transferencia al contexto 
internacional, sobre todo en lo referente a las directrices de la OCDE y al Foro europeo 
sobre precios de transferencia, con el afán de lograr una actuación de la Administración 
tributaria española homogénea a la del resto de países europeos. Además de este objetivo, 
remarcado por la doctrina, la exposición de motivos de la Ley 36/2006 menciona la finalidad 
de vincular  en operaciones vinculadas el criterio fiscal, de valoración por el valor de 
mercado, con el criterio contable, de valoración por valor razonable, que aunque éste último 
no fue incorporado en la normativa contable hasta 2007 con la Norma de Registro y 
Valoración Contable número 21 del Nuevo Plan General Contable7 (en adelante, NRyV 21ª 
PGC 2007), ya se venía reconociendo anteriormente por la doctrina del Instituto de 
Contabilidad y Auditoría de Cuentas (ICAC). 
La introducción del ajuste secundario culmina con el desarrollo reglamentario de la ley, que 
se produce dos años más tarde con la aprobación del Real Decreto 1793/2008, de 3 de 
noviembre, de modificación del Real Decreto 1777/2004 que aprueba el Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades (en adelante, RIS 2004). La regulación del ajuste secundario se 
introduce en el artículo 21 bis RIS 2004. 
Una parte de la doctrina considera que el ajuste secundario, como regla de calificación, es 
una novedad relativa puesto que la facultad de calificar las obligaciones tributarias ya se 
reconocía, de forma general, en el artículo 13 de la Ley General Tributaria (en adelante 
LGT)8, pues el mismo establece que las obligaciones tributarias “se exigirán con arreglo a la 
naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado, cualquiera que sea la forma o 
denominación que los interesados le hubieran dado, y prescindiendo de los defectos que 
pudieran afectar a su validez.”. De hecho, autores como Sanz Gadea (2004, p.941-942) 
entienden que la calificación del exceso de rentas que busca el ajuste secundario ya estaba 
autorizada atendiendo a las normas generales de calificación del Código Civil y, 
específicamente, a la previsión del artículo 13 LGT. No obstante, otra parte de la doctrina 
entiende que el artículo 18.11 LIS 2014 no puede equipararse al 13 LGT puesto que la 
operación secundaria es una transacción presunta y no hay ni hecho, ni acto ni negocio 
realizado. 
A pesar de existir esta norma general de calificación en el ordenamiento jurídico español, 
prevista en el artículo 13 LGT, algunos autores destacan la complejidad práctica de su 
aplicación al caso tan específico de las operaciones vinculadas. De hecho, teniendo en 
cuenta la especial naturaleza de las operaciones vinculadas, gran parte de la doctrina 
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 Aprobado por Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre. 
8
 Artículo 13 LGT. “Las obligaciones tributarias se exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio 
realizado, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hubieran dado, y prescindiendo de los defectos 
que pudieran afectar a su validez.” 
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reclamaba una regulación interna expresa en nuestro cuerpo legal que habilitara a efectuar 
una calificación específica del exceso de renta resultante en el caso de convenir una 
operación con precio diferente al de mercado. Así, se justificaba la conveniencia de una 
regulación expresa del ajuste secundario alegando motivos de seguridad jurídica y de 
prevención de la elusión fiscal.  
Si bien es cierto que el TS menciona en su sentencia de 27 de mayo de 20149 que “no hace 
más que reflejar en el artículo 16.8 de la LIS el principio de calificación que a la 
Administración corresponde y que está reconocido en nuestro ordenamiento en los artículos 
13, 15 y 16 de la LGT”, las previsiones de los artículos 15 (conflicto en aplicación de la 
norma tributaria) y 16 LGT (simulación) no cuestionan la valoración de una operación, como 
sucede alrededor del ajuste secundario, sino que en un caso se discute la esencia de la 
misma operación (simulación) y en el otro caso un fraude de ley (conflicto en la aplicación de 
la norma tributaria). 
Finalmente, hay que destacar que en nuestra regulación interna también existía una figura 
de efectos semejantes a los del ajuste secundario: la subcapitalización. La derogada regla10 
de la subcapitalización establecía que "cuando el endeudamiento directo o indirecto de una 
sociedad con otra persona o entidad no residente y relacionada con ella (...), exceda del 
resultado de aplicar el coeficiente que se determine reglamentariamente a la cifra del capital 
fiscal, los intereses satisfechos que correspondan al exceso tendrán la consideración fiscal 
de dividendos". Su objetivo era evitar que las empresas españolas, pertenecientes a grupos 
multinacionales, se financiaran excesivamente mediante préstamos otorgados por entidades 
del grupo no residentes al poderse deducir los intereses como gastos, en lugar de optar por 
financiación propia, de manera que se articulaba también como una especie de operación 
subyacente que se calificaba como distribución de dividendos. 
3.2. Evolución del ajuste secundario en la legislación española: del artículo 
16.8 TRLIS 2004 al vigente artículo 18.11 LIS 2014 
La regulación originaria del ajuste secundario en el artículo 16.8 TRLIS 2004 no indicaba el 
procedimiento de aplicación del mismo: ni el cuándo, ni el cómo, ni el quién. Esto generaba 
una gran incertidumbre acerca de su aplicación práctica. No obstante, parecía que el 
desarrollo reglamentario de la ley pondría solución a estas lagunas y a todas las dudas 
interpretativas suscitadas, pero la realidad no fue así: el artículo 21 bis del RIS 2004 
establecía el tratamiento de la diferencia de valoración en los supuestos de vinculación socio 
o partícipes – entidad, pero no regulaba ni el procedimiento a seguir ni quién debía llevarlo a 
cabo. Además, en la ley el ajuste secundario parecía configurarse como una presunción iuris 
et de iure de aplicación automática cuando entre operaciones vinculadas el valor convenido 
fuera distinto al valor de mercado, mientras que en el reglamento se flexibilizaba dicha 
automaticidad permitiendo una calificación diferente del exceso de renta si se acreditaba 
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 Párrafo 21 del fundamento jurídico 4º, letra b. 
10
 La regla de la subcapitalización se introdujo en la normativa interna por la Disposición Adicional Quinta de la Ley 18/1991, de 
6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, añadiendo el apartado 9 al artículo 16 de la Ley 61/1978, de 
27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades. 
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una causa distinta a las previstas de forma expresa en el reglamento (apartado 3 del art. 21 
bis RIS 2004). 
Hasta el 31 de diciembre de 2014 el ajuste secundario se regula en el artículo 16.8 TRLIS 
2004. En 2015 entra en vigor la LIS 2014, aplicable desde el 1 de enero de 2015, ubicando 
la regulación del ajuste secundario en el apartado 11 de artículo 18. A nivel de desarrollo 
reglamentario, el ajuste secundario se regula en el artículo 21 bis RIS 2004 hasta la 
aprobación del nuevo RIS (en adelante, RIS 2015) por Real Decreto 634/2015, el 10 de julio 
de 2015, que supone la derogación del anterior. La regulación del ajuste secundario en el 
RIS 2015 se encuentra en el artículo 20. 
Con los cuadros comparativos de legislación del Anexo 1, podemos observar que se añade 
en el apartado 11 del artículo 18 LIS 2014 lo que anteriormente se encontraba regulado en 
el artículo 21 bis 2 del reglamento, el cual resultó declarado nulo por la ya mencionada 
sentencia del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 2014 por regular aspectos no dispuestos 
en la ley que desarrollaba11.  
Si procedemos al análisis de las redacciones del artículo 16.8 LIS 2004, del 21 bis RIS 2004 
y del vigente 18.11 LIS 2014, detectamos una serie de diferencias: 
1) La presunción referente a la calificación de la renta en la parte de la diferencia entre el 
valor pactado y el valor de mercado que no se corresponde con el porcentaje de 
participación del capital social se eleva a rango de ley. Es decir, ya no se regula en el 
reglamento sino que consta en la redacción de la ley, subsanando así el defecto de 
exceso reglamentario de la anterior normativa. 
2) Las presunciones iuris tantum de calificación fiscal previstas en el artículo 21 bis 3 del 
RIS 2004 desparecen, tanto en la ley como en el reglamento, de manera que parece 
que el sujeto pasivo ya no puede acreditar que la causa de la diferencia de valoración 
es diferente a las que se establecen legalmente. De su redactado, parece que deba 
interpretarse como una presunción iuris et de iure, que no admite prueba en contrario, 
alejándose de la fundamentación jurídica del Tribunal Supremo en su sentencia de 27 
de mayo de 2014, que precisamente justificaba la consideración de presunción iuris 
tantum en la previsión del artículo 21 bis 3 RIS 2004. 
3) Se añade la posibilidad de restitución patrimonial en el último párrafo del artículo 18.11 
LIS 2014. Se entiende como la devolución del exceso de fondos resultante de la 
operación vinculada celebrada a precios diferentes a los de mercado, que opera como 
alternativa a la aplicación del ajuste secundario. 
3.3. Ámbito de aplicación del ajuste secundario 
El mandato del artículo 18.11 LIS 2014 debe entenderse aplicable a todas las operaciones 
que se enmarquen dentro del perímetro de vinculación previsto en el artículo 18.2 LIS 2014 
y en las que se constate una diferencia valorativa entre el valor convenido por las partes y el 
                                                          
11
 En la fundamentación jurídica el TS compara el art. 16.8 LIS 2004 con el art. 21 bis 2 RIS 2004, constatando que no existe 
relación entre ambas redacciones y que el texto reglamentario añade unas presunciones no contenidas en la ley, debiendo ser 
anulado porque en nuestro Derecho tributario no es posible la existencia de reglamentos independientes. 
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valor de mercado, con independencia de la cuantía de dicha diferencia. Por tanto, el alcance 
del ajuste secundario es muy amplio. De hecho, esto ha sido motivo de crítica por una parte 
de la doctrina por entender que dicho alcance debería limitarse a las operaciones vinculadas 
más concretas en las que la operación encubierta resulte de fácil calificación12, en aras al 
respeto del principio de seguridad jurídica. No obstante, por otro lado, limitar el alcance a un 
grupo de operaciones vinculadas podría ocasionar un incumplimiento del principio de 
capacidad económica al dejar fuera de antemano casos reveladores de capacidad 
contributiva.  
El precepto en cuestión no articula diferencia alguna entre las operaciones internas (donde 
ambas partes son residentes españolas) y las operaciones internacionales (donde una parte 
es no residente), pero sí se puede apreciar una referencia explícita que reafirma la vocación 
internacional del ajuste secundario cuando en el segundo punto y aparte de la letra b) del 
mismo artículo 18.11 LIS 2014 se menciona que “cuando se trata de contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes sin establecimiento permanente, la renta se 
considerará como ganancia patrimonial”, corroborando el alcance del mandato de 
calificación a las operaciones en las que una de las partes tenga la condición de no 
residente.  
Respecto al alcance subjetivo, la mayoría de la doctrina entiende que el ajuste secundario 
se aplica tanto a personas físicas como a personas jurídicas, pudiendo darse transacciones 
entre dos personas jurídicas o entre una persona física y una jurídica. 
3.4. Naturaleza del ajuste secundario 
Respecto a lo previsto en el artículo 16.8 LIS 2004 y en el 21 bis RIS 2004, la doctrina era 
unánime en entender que el ajuste secundario se configuraba como un mandato legal, 
imperativo y objetivo que debía aplicarse automáticamente si existía una operación entre 
partes vinculadas y una discrepancia en la valoración del precio registrado respecto al valor 
normal de mercado que comportaba la aplicación de un ajuste primario. A su vez, la doctrina 
era crítica con la redacción puesto que si se cumplían las dos condiciones anteriores se 
presumía directamente una voluntad elusiva de las partes y se debía calificar fiscalmente el 
exceso para que derivaran las consecuencias fiscales correspondientes. Por ejemplo, 
Cencerrado Millán (2007, p. 58) entiende que es “legítimo que el legislador quiere ampliar 
los supuestos en los que es posible aplicar una técnica de recalificación de la renta, pero 
debería hacerlo con cautela y con claridad en aras al principio de seguridad jurídica”, 
considerando que “la cautela exigiría que sólo se aplicase esta técnica a aquellas concretas 
situaciones en las que resulte razonable entender que ha existido una operación encubierta 
que sea fácilmente calificable como tal”. 
A pesar de que la literalidad del artículo 16.8 LIS 2004 cerraba casi las puertas a una posible 
prueba en contrario, con la previsión del artículo 21 bis 3 RIS 2004 parece que se dotaba a 
las presunciones de un carácter iuris tantum, de la posibilidad de probar que la diferencia de 
valoración no era causada por una voluntad elusiva. De hecho, el mismo TS afirma en la 
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 Como por ejemplo las determinadas por la relación socio o partícipe-entidad con un grado de participación significativo. 
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sentencia de 27 de mayo de 2014 que “es claro que el contenido literal del apartado tercero 
del artículo 21 bis demuestra la naturaleza iuris tantum de la presunción que en él se 
enuncia”13. 
A pesar de la manifestación del TS al respecto, con la nueva LIS 2014 y la imposibilidad de 
aportar prueba en contrario acreditando causa diferente a las presunciones de la ley14, el 
legislador español parece presumir que en todos los casos de operaciones vinculadas en los 
que el valor pactado y registrado difiere del valor de mercado existe una manipulación 
expresa de los precios y una consecuente intención elusiva, que genera una operación 
subyacente con sus consecuentes repercusiones fiscales. De manera que, con la nueva 
regulación, parece que la calificación de las rentas derivadas de un ajuste secundario será 
plenamente automática, excepto en el caso de que exista restitución patrimonial.  
No obstante, la mayoría de la doctrina entiende que no es así, que no puede partirse de esta 
presunción de manipulación elusiva de los precios puesto que como dice Ferrer Vidal (2015, 
p.79) “la experiencia práctica de las operaciones vinculadas demuestra que en infinidad de 
ocasiones no existe voluntad alguna de elusión, sino más bien discrepancias en el precio”. 
Existen varias causas de discrepancia en el precio de la operación que tienen un 
fundamento diligente y de buena fe ante la información disponible y los medios a su alcance, 
como por ejemplo la selección inadecuada de comparables, la elección no acertada del 
método de valoración15 o la aplicación errónea del rango de valores. Así, en gran parte de 
los casos no se constata una manipulación intencionada de los precios sino simplemente 
una diferencia de valoración respecto a lo que la Administración considera que debería 
haber sido el precio convenido. 
Por tanto, la aplicación del ajuste secundario no debería seguir configurándose como un 
mandato legal y automático, pues sólo debería desplegar efectos cuando se constate una 
clara voluntad elusiva. 
3.5. Legitimidad para realizar el ajuste secundario 
Sorprendentemente, la redacción del artículo 18.11 LIS 2014 no detalla a quién va dirigido 
este ajuste, pudiendo ir dirigido tanto al contribuyente como a la Administración. Aunque el 
TS se ha pronunciado en la sentencia de 27 de mayo de 201416, señalando un mayor grado 
de implicación por parte de la Administración tributaria al manifestar que “la prueba sobre la 
existencia de transferencias de rentas en modo distinto al que se ha reflejado 
contablemente, corresponde a la Administración” el legislador no ha resuelto la cuestión en 
el texto legal y la duda se plantea sobre si el propio contribuyente puede o debe efectuar 
también dicho ajuste secundario y si debe hacerlo después de que la Administración haya 
efectuado el ajuste primario y bilateral o directamente al presentar su declaración o por vía 
de declaración complementaria. 
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 Párrafo 22 del fundamento jurídico 4º, letra b. 
14
 Como se decía, el actual art. 18.11 LIS 2014 es idéntico al art. 21 bis RIS 2004, pero sin la posibilidad de aportar la prueba 
en contrario que sí permitía el art. 21.3 bis RIS 2004. 
15
 Destacar que mientras la LIS 2004 obligaba al sujeto pasivo a valorar sus operaciones vinculadas por uno de los cinco 
métodos establecidos en el art.16.4, el vigente art. 18.4 LIS 2014 prescinde de la jerarquía entre los métodos y acepta también 
la posibilidad de usar otros métodos no previstos legalmente, siempre y cuando se basen en el principio de libre competencia. 
16
 Párrafo 20 del fundamento jurídico 4º, letra b. 
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De la redacción del artículo 16 TRLIS 2004 anterior a la reforma de 2006, cuando aún no 
estaba previsto en la normativa el ajuste secundario, se desprendía una clara facultad 
exclusiva de la Administración de valoración a precios de mercado y corrección de 
beneficios acorde con tal valoración. De hecho, la propia Dirección General de Tributos (en 
adelante, DGT) en la consulta no vinculante V2099-04, de 23 de diciembre de 2004, 
estableció que: “los sujetos pasivos del IS deben valorar las operaciones realizadas según el 
precio pactado entre las partes, con independencia de que dicho precio se corresponda o no 
con el valor de mercado, pues la base imponible se determina a partir del resultado 
contable”. Con la reforma de 2006 cambia la redacción y dicha potestad exclusiva de 
valoración de la Administración se convierte en una norma de valoración que obliga tanto al 
contribuyente como a la misma Administración. Se plantea entonces si también la norma de 
calificación se extiende a ambos sujetos. 
La DGT expresa lo siguiente en la consulta vinculante V2402-10, de 10 de noviembre, al 
plantearse la posible aplicación de un ajuste extracontable por parte del contribuyente:  
Por tanto, de aplicar correctamente la normativa contable a estos efectos, el resultado contable 
de la operación incorporará el ingreso correspondiente por el valor de mercado de la operación, y 
por tanto, dicho resultado cumpliría el criterio de valoración fiscal establecido en el citado artículo 
16 del TRLIS, es decir, contabilizando las operaciones de acuerdo con lo establecido en el PGC 
no puede realizar la sociedad un ajuste extracontable al resultado contable para determinar la 
base imponible, a que se refiere el escrito de consulta y, en consecuencia, no resulta necesario 
pronunciarse sobre las cuestiones planteadas en el mismo. 
Ante tal respuesta, parece que la DGT está cerrando la puerta a la posibilidad de que el 
contribuyente pueda corregir directamente su declaración fiscal cuando se constate un error 
en la misma. El ajuste secundario parece que sólo puede realizarse cuando se ha corregido 
la valoración de la operación vía ajuste primario, que es cuando nace dicha operación 
secundaria que hay que calificar fiscalmente, de manera que si prohíbe al contribuyente 
proceder a dicho ajuste valorativo, previo al ajuste de calificación, parece que está privando 
al contribuyente y acotando la legitimidad a la Administración para proceder en ambos 
ajustes. 
En definitiva, por parte de la doctrina se plantean dos posibles situaciones, siendo la primera 
la más usual: 1) aquella en la que las partes registran contablemente una transacción 
entendiendo que el valor convenido coincide con el valor razonable17 y el valor de mercado, 
y 2) aquella en la que la operación se registra contablemente por un valor pactado que no 
coincide con el valor razonable y el de mercado. En el primer caso, es claro que  el sujeto 
pasivo no debe realizar ningún ajuste, será la Administración la que, en caso de 
comprobación posterior, llevará a cabo extracontablemente el ajuste primario y, 
posteriormente y consecuentemente, el ajuste secundario. En cambio, en el segundo caso, 
si las partes manifiestan dicha diferencia deberán proceder a aplicar en el momento de su 
declaración fiscal una regla de calificación, contable o fiscal en función del perímetro de 
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vinculación, debiendo aplicar el ajuste secundario si la operación resulta vinculada 
solamente a efectos fiscales. 
3.6. La sancionabilidad del ajuste secundario  
En el apartado 13 del artículo 18 LIS 2014 se prevé un régimen sancionador específico para 
las operaciones vinculadas, relacionado con la falta de aportación o la aportación 
incompleta, o con datos falsos, de la documentación que deben presentar las personas o 
entidades vinculadas, sin mencionar en ningún caso nada referente al ajuste secundario. 
Ante tal situación, han surgido tres posturas doctrinales al respecto: una que entiende que 
podría resultar de aplicación el artículo 18.13 LIS 2014, otra que entiende que no tiene 
cabida y que solo podría ser sancionable acorde al régimen general previsto en la LGT, y 
una última que es más subjetiva y tiene en cuenta la conducta del sujeto pasivo para 
determinar la posible constitución de infracción administrativa.  
Si se opta por una visión de respeto al principio seguridad jurídica, debería optarse por la 
segunda postura, rechazando la aplicación del régimen sancionador específico de 
operaciones vinculadas, puesto que la no aplicación o la incorrecta aplicación del ajuste 
secundario no se encuentra tipificada como infracción en el mismo. Realmente, el ajuste 
secundario en sí, resulta ya una sanción en determinados supuestos. 
4. EL TRATAMIENTO CONTABLE DEL AJUSTE SECUNDARIO 
4.1. La norma de registro y valoración 21ª del PGC y el artículo 18 de la LIS 
La regulación fiscal del ajuste secundario debe analizarse en conexión con la normativa 
contable puesto que, en virtud del artículo 10.3 LIS 2014, la base imponible del impuesto 
sobre sociedades se obtiene corrigiendo el resultado contable, determinado de conformidad 
con lo previsto en el Código de Comercio (en adelante, CCom) y en la normativa contable. 
De manera que el resultado contable es el punto de partida para proceder al cálculo de la 
base tributable del impuesto sobre sociedades.  
En la exposición de motivos de la Ley 36/2006 el legislador refleja la voluntad de adecuar el 
criterio de valoración fiscal al criterio de valoración contable de las operaciones vinculadas18, 
a pesar de que en la fecha de entrada en vigor de dicha ley aún no se preveía regulación 
específica sobre operaciones vinculadas en el plan general contable vigente.  
Como se decía, el antiguo plan general contable, aprobado por el Real Decreto 1643/1990 
de 20 de diciembre, no contenía ninguna norma de valoración especial sobre operaciones 
vinculadas, de manera que se utilizaba como criterio de valoración el coste de adquisición. 
Aún así, a raíz de varias consultas, el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (en 
adelante, ICAC) fue resolviendo esta laguna con la aplicación del principio de prevalencia 
del fondo económico sobre la forma jurídica de las operaciones, alegando el necesario 
reflejo de la imagen fiel de la empresa. Este principio implicaba tener en consideración el 
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La exposición de motivos dice: “El primero referente a la valoración de estas operaciones según precios de mercado, por lo 
que de esta forma se enlaza con el criterio contable existente (…) el régimen fiscal de las operaciones vinculadas recoge el 
mismo criterio de valoración que el establecido en el ámbito contable.” 
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valor fiable19 de las operaciones a nivel de su correspondiente contabilización, de manera 
que si el valor pactado no coincidía con dicho valor se debían registrar las operaciones 
atendiendo a la naturaleza económico hibrida puesta de manifiesto con la transacción, 
entendida como la materialización del fondo económico de la operación subyacente a la 
principal. 
El Plan General Contable  (en adelante, PCG 2007) se aprueba por el Real Decreto 
1514/2007, de 16 de noviembre20, previendo en su cuerpo por primera vez una norma 
específica de registro y valoración contable de operaciones vinculadas, la norma 21ª (en 
adelante, NRyV 21ª). Dicha norma se titula “operaciones entre empresas del grupo”, y por lo 
que aquí interesa dice así: 
En consecuencia, con carácter general, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente, los 
elementos objeto de la transacción se contabilizarán en el momento inicial por su valor razonable. En su 
caso, si el precio acordado en una operación difiriese de su valor razonable, la diferencia deberá registrarse 
atendiendo a la realidad económica de la operación. La valoración posterior se realizará de acuerdo con lo 
previsto en las correspondientes normas.  
En definitiva, en esta norma se establece que las transacciones entre empresas del grupo 
se deberán valorar contablemente en base a su valor razonable, de forma independiente al 
valor pactado por las partes. En caso de no coincidir el valor convenido con el valor 
razonable, se debe contabilizar la operación diferenciando entre los elementos en sí 
transmitidos, que se contabilizarán a valor razonable, y la diferencia entre el precio acordado 
y el valor razonable, que se contabilizará atendiendo a la realidad económica de la 
operación subyacente. 
Este principio de prevalencia del fondo económico sobre la forma jurídica, previsto ya en el 
apartado 1º del marco conceptual del PGC 2007, se equipara al principio de calificación 
fiscal del artículo 13 LGT y se fundamenta en la previsión del artículo 34.2 del CCom, que 
dice así: 
Las cuentas anuales deben redactarse con claridad y mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación 
financiera y de los resultados de la empresa, de conformidad con las disposiciones legales. A tal efecto, en 
la contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y no sólo a su forma jurídica. 
4.2. Convergencia y divergencia entre la normativa contable y la fiscal 
Se constata una convergencia entre la normativa contable y la fiscal en la consideración de 
las operaciones vinculadas, tanto en lo referente a la regla de valoración por su valor 
razonable o valor de mercado como en lo que respecta a la regla obligatoria de calificación 
de la diferencia puesta de manifiesto entre el valor pactado y el valor razonable o valor de 
mercado. Sin embargo, la coincidencia entre ambos tratamientos no siempre es igual: 
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 El ICAC entendía como valor fiable “el valor de mercado, si existe un mercado representativo o, en caso contrario, el 
derivado de aplicar modelos y técnicas de general aceptación y en armonía con el principio de prudencia” (Consulta nº3, 
BOICAC nº 64 de diciembre de 2005). 
20
 La aprobación del PGC 2007 tiene lugar entre la reforma de la LIS, con la Ley 36/2006, y la aprobación del desarrollo 
reglamentario de la misma en 2008.  
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- Respecto al perímetro de vinculación: no hay identidad total entre el grupo de 
vinculación contable y las personas o entidades vinculadas descritas en el artículo 18.2 
LIS 2014. 
- Respecto a la regla de valoración: el valor de mercado y el valor razonable no siempre 
coinciden. 
- Respecto a la regla de calificación: la calificación de la diferencia entre el valor pactado 
y el valor de mercado viene predeterminada en la normativa fiscal mientras que en la 
normativa contable no se establece ninguna presunción sobre el tratamiento de la 
diferencia entre el valor pactado y el valor razonable. 
Ambas normativas, contable y fiscal, parten de una idea de unidad de criterio, tanto a nivel 
de valoración como a nivel de calificación. El posible problema es que, precisamente, existe 
dualidad normativa para regular el tratamiento de una misma transacción en dos ámbitos 
diferentes, el contable y el fiscal. Como dice Ferrer Vidal (2015, p.99) “existen divergencias 
entre ambas normativas pero en cualquier caso, creo que el espíritu de ambas regulaciones 
es compartido: atribuir a cada sujeto pasivo su verdadera renta atendiendo a la realidad 
económica de la operación, que prima más que el precio convenido”. 
4.2.1. Divergencia en el perímetro de vinculación 
Con la LIS 2004, el perímetro de vinculación era uno de los aspectos más divergentes entre 
la normativa contable y la fiscal. Así, en base al antiguo artículo 16.3 TRLIS 2004 que exigía 
ostentar un mínimo del 5% de participación a nivel de vinculación entre socio o partícipe y 
entidad, era bastante usual que dos partes resultaran vinculadas a nivel fiscal pero no 
contablemente, comportando así una valoración contable a valor de adquisición, al no 
poderse aplicar la norma especial del valor razonable, y una valoración fiscal que debía 
reflejar el valor de mercado en la base imponible. 
Se observa también que en la nueva regulación los ámbitos de vinculación son más 
equiparables entre normativa contable y fiscal. El apartado primero de la NRyV 21ª PGC 
2007 establece su aplicación a las operaciones efectuadas entre empresas del mismo 
grupo, de conformidad con su definición en la Norma 13ª de elaboración de cuentas anuales 
del PGC 2007. Pero no se limita a lo previsto en el artículo 42 CCom sino que se extiende 
hasta definir el concepto de grupo y también el de multigrupo y asociadas. Además, 
establece una presunción iuris tantum de influencia significativa con un porcentaje de al 
menos el 20% de los derechos de voto.  En cambio, el artículo 18.2 LIS 2014 establece 
como presupuesto de aplicación un porcentaje de participación en el capital social del 25% 
cuando la vinculación se defina en función de la relación de socios o partícipes con la 
entidad. 
No obstante, mientras que la norma fiscal es de aplicación automática con la asunción de un 
porcentaje mínimo, la norma contable, al aceptar prueba en contrario con la presunción de 
influencia significativa, adopta una vocación más finalista en el sentido de querer constatar 
que efectivamente una parte influye o puede llegar a influir en la toma de decisiones de la 
otra. Además, en la NRyV 21ª PGC 2007 se utiliza el concepto de empresas del grupo, a 
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diferencia del artículo 18.2 LIS 2014, que opta por la denominación de entidades o personas 
vinculadas. 
4.2.2. Divergencia en la regla de valoración: valor razonable versus valor de 
mercado 
Como se ha comentado, la normativa contable exige valorar las operaciones vinculadas a 
valor razonable mientras que la regulación fiscal lo hace según el valor de mercado.  
En el mismo artículo 18.1 LIS 2014 se define lo que se entiende por valor de mercado. En 
cambio, la NRyV 21ª nada dice sobre qué debe entenderse por valor razonable, de manera 
que se debe acudir al apartado 6 del Marco Conceptual del PGC y al artículo 38 bis 2 del 
CCom. Si se centra el punto de atención en las definiciones, se puede determinar que en 
ambos casos se refiere al importe que habrían pactado personas o entidades 
independientes en un contexto de libre competencia (normativa fiscal) o de independencia 
mutua (normativa contable).  
Si se atiende también a la forma de calcular dichos valores, se constata que aunque ambas 
metodologías parten de un mercado de referencia, el mercado fiable o activo para la norma 
contable y el de libre competencia para la norma fiscal, la norma contable precisa más la 
definición de dicho mercado pero deja libre albedrio al contribuyente para la fijación del valor 
razonable cuando exista tal mercado, mientras que la norma fiscal establece una serie de 
métodos para su cálculo estableciendo como última alternativa “otros métodos o técnicas 
generalmente aceptados y que respeten el principio de plena competencia”. 
El problema se suscita cuando el sujeto pasivo no dispone de un mercado de referencia, 
pues aunque la norma contable prevé una serie de métodos para obtener dicho valor 
razonable, cabe la posibilidad de valorar por coste de adquisición si no resulta posible la 
aplicación de tales métodos. En cambio, en la normativa fiscal si no resulta de aplicación 
ninguno de los métodos previstos debe buscarse una técnica acorde con el principio de 
plena competencia, de manera que según considera Ferrer Vidal (2015, p.107,109) 
difícilmente la Administración Tributaria aceptará el valor de adquisición, al poder poner en 
duda su respeto al principio básico de plena competencia.  
4.2.3. Divergencia en la regla de calificación: realidad económica versus 
naturaleza jurídica  
Existe una clara convergencia entre la normativa contable y fiscal cuando se constata la 
existencia de una operación cuyo valor pactado difiere del valor razonable o valor de 
mercado. Ambas regulaciones reflejan que de dicha operación resulta un exceso de 
tesorería en una parte en detrimento de la otra, que debe ser calificado atendiendo a su 
realidad. Pero también se observan puntos divergentes: en la normativa contable la regla de 
calificación es subjetiva mientras que en la fiscal parece configurarse como objetiva, en la 
contable se habla de calificación de acuerdo a la realidad económica mientras que en la 
fiscal se habla de naturaleza de las rentas puestas de manifiesto y, finalmente, en la 
contable la obligación de calificar recae sin duda sobre el sujeto pasivo mientras que en la 
fiscal se observa un claro silencio normativo que obliga, como se ha visto anteriormente, a la 
interpretación de la doctrina. 
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La NRyV 21ª del PGC 2007 exige contabilizar la diferencia entre el valor convenido y el valor 
razonable según la realidad económica de la operación, mientras que el artículo 18.11 LIS 
2014, aunque establece en su primer párrafo la regla general de tratamiento fiscal acorde 
con la naturaleza de las rentas puestas de manifiesto, articula a partir del segundo párrafo 
unas presunciones de calificaciones concretas en el caso de vinculación socio o partícipe – 
entidad, distinguiendo entre la parte correspondiente al porcentaje de participación y la parte 
que excede de tal porcentaje. Así, aunque ambas regulaciones obligan a calificar la 
operación secundaria subyacente, se observa cierto margen de subjetividad para el sujeto 
contable, al no establecerse calificaciones apriorísticas en la NRyV 21ª PGC 2007, de 
manera que contabilizará la operación híbrida como considere más conveniente de acuerdo 
con su fondo económico. La norma fiscal, en cambio, tampoco puede considerarse 
totalmente objetiva sino más bien parcialmente objetiva porque el artículo 18.11 LIS 2014 
sólo impone reglas de calificación específicas cuando las partes son socio o partícipe y 
entidad, dejando cierto margen de subjetividad en el resto de supuestos de vinculación pues 
tales calificaciones deberán responder a la naturaleza de las rentas puestas de manifiesto. 
Entre la entrada en vigor de la LIS 2014 y la del RIS 2015 aún estaba vigente el apartado 3 
del artículo 21 bis RIS 2004, en virtud del cual “La calificación de la renta puesta de 
manifiesto por la diferencia entre el valor normal de mercado y el valor convenido, podrá ser 
distinta de la prevista en el apartado 2 anterior, cuando se acredite una causa diferente a las 
contempladas en el citado apartado 2”. A través de dicho artículo se establecía también una 
norma de calificación fiscal objetiva parcialmente, pero las presunciones tenían el carácter 
de iuris tantum al poderse probar por parte del contribuyente una calificación diferente a las 
previstas legalmente. No obstante, ni en la nueva ley ni el nuevo reglamento se recoge tal 
previsión de poder aportar pruebas, de manera que parece que la norma de calificación 
fiscal adquiere mayor objetividad. 
4.3. Procedencia  de ajustes extracontables  
Las divergencias entre el tratamiento contable y fiscal de las operaciones vinculadas pueden 
comportar una serie de consecuencias a nivel de tener que aplicar o no un ajuste 
extracontable de calificación, como lo es el ajuste secundario. Del texto legal se desprende 
un claro silencio respecto la admisión expresa de ajustes extracontables, de manera que se 
expondrán las conclusiones obtenidas por parte de la doctrina mayoritaria a través de la 
siguiente tabla: 
Situaciones Procedencia del ajuste ( mayoría de la doctrina) 
Valor razonable = Valor de mercado
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NO procede ningún ajuste extracontable. 
-El valor razonable estará incorporado en el resultado 
contable y, consecuentemente, en la base imponible. 
-La base tributable será la deseada. 
Valor razonable ≠ Valor de mercado 
(el valor de mercado de referencia del valor 
razonable no es óptimo para establecer el 
valor de mercado) 
SÍ proceden los ajustes extracontables. 
-Si el valor registrado contablemente no es el valor de 
mercado, hay que modificar la base imponible 
atendiendo al art. 18.11 LIS 2014. 
-La Administración tributaria se ha pronunciado sobre la 
admisión de ajustes extracontables cuando el valor 
razonable difiera del de mercado.
22
 
                                                          
21
 Suponiendo que el ámbito de aplicación subjetivo coincide a nivel contable y fiscal. 
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Grupo contable ≠ Grupo fiscal 
(una operación a la que sea de aplicación el 
art.18 LIS 2014 pero no la NRyV 21ª PGC 
2007 por alcanzar el 25% de participación 
pero sin influencia significativa) 
SÍ proceden los ajustes extracontables. 
-La operación se registrará por el valor de adquisición 
(al no aplicarse la NRyV 21ª). 
-Solo mediante la aplicación de ajustes extracontables 
(tanto de valoración como de calificación) se podrá 
obtener una base imponible que tenga en cuenta el 
valor de mercado. 
 
Aunque nos podemos encontrar con estos tres escenarios, hay que apuntar que es poco 
probable que el mercado de referencia que se utiliza para fijar el valor razonable no resulte 
de utilidad para establecer también el valor de mercado. 
Como bien dice Ferrer Vidal (2015, p.131), “podría llegar a afirmarse que el concepto ajuste 
primario y secundario siempre es de naturaleza extracontable, pues en caso de no tener que 
realizarlo, es porqué tanto la cuantificación como la cualificación de la operación ya forman 
parte del resultado contable”. Así pues, en aquellas operaciones vinculadas que se 
contabilizan en base a la NRyV 21ª PGC 2007 y en las que existe plena coincidencia entre 
el grupo contable y el fiscal, entre la regla de valoración (coinciden valor razonable y valor 
de mercado) y la regla de calificación, se constata que el cumplimiento de la normativa 
contable comporta el cumplimiento tácito del artículo 18.11 LIS 2014, no debiendo proceder 
a la aplicación de ningún ajuste extracontable, ni primario ni bilateral ni secundario. En 
cambio, cuando existan divergencias entre valor razonable y valor de mercado, entre reglas 
de calificación o cuando no resulte de aplicación la NRyV 21ª PGC 2007 por no cumplirse la 
definición de grupo contable, la operación se registrará contablemente por el valor de 
adquisición (el valor convenido, que presuponemos que difiere del de mercado) y será 
necesaria la aplicación de un ajuste extracontable para dar cumplimiento al mandato del 
artículo 18.11 LIS 2014. La Administración tributaria estableció dicha posibilidad mediante la 
nota de 24 de abril de 2008, antes referenciada, pero únicamente se refirió a la divergencia 
entre valor razonable y valor de mercado, y no a las relativas a la calificación y al perímetro 
de vinculación. 
5. EL TRATAMIENTO FISCAL DE LA APLICACIÓN DEL AJUSTE 
SECUNDARIO  
El primer párrafo del artículo 18.11 LIS 2014 establece que cuando el valor convenido de 
una operación vinculada difiere del valor de mercado, la diferencia en cuestión tendrá un 
tratamiento fiscal específico atendiendo a la naturaleza de las rentas puestas de manifiesto 
como resultado de tal diferencia. En el segundo párrafo del mismo artículo se especifica qué 
criterio hay que seguir para calificar dicha diferencia cuando la vinculación se basa en la 
relación socios o partícipes y entidad23. Así, estos preceptos indican cómo debe calificarse la 
operación secundaria, es decir, el exceso de fondos que nace con la operación vinculada 
principal que se ha realizado a un precio diferente al de mercado. 
                                                                                                                                                                                     
22
 En la nota de la Administración Tributaria sobre operaciones vinculadas, de 24 de abril de 2008, se decía: “Se puede afirmar 
que hay bastante similitud entre la norma fiscal y la norma contable en cuanto a la obligación de valorar a precios de mercado, 
por lo que, en principio, el ajuste que debe hacer la empresa debe ser el ajuste contable, salvo en casos excepcionales en que 
el valor razonable (contable) y el valor de mercado (fiscal) pueden diferir por la forma de determinación.” 
23
 El artículo 18.2 LIS 2014 se establece que “En los supuestos en los que la vinculación se defina en función de la relación de 
los socios  partícipes con la entidad, la participación deberá ser igual o superior al 25 por 100. “ 
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A diferencia del artículo 16.8 TRLIS 2004, en el que en el seno de la relación socio o 
partícipe-entidad solamente se establecía el tratamiento fiscal de la parte de la diferencia 
correspondiente al porcentaje de participación, el artículo 18.11 LIS 2014 especifica el 
tratamiento fiscal tanto de la parte correspondiente al porcentaje de participación como la 
que no se corresponde con dicho porcentaje. Aunque dichas presunciones fiscales respecto 
a la calificación de la parte que excede del porcentaje de participación no constaban en el 
TRLIS 2004, sí se incluyeron en el artículo 21 bis 2 del reglamento que lo desarrollaba. 
Precisamente, como ya se ha hecho mención, este precepto del RIS 2004 fue anulado por el 
Tribunal Supremo en su sentencia de 27 de mayo de 2014 por exceso reglamentario, puesto 
que se estaba desarrollando reglamentariamente algo que no se regulaba previamente en la 
ley. De manera que, ahora, se ha subsanado con la nueva ley y se eleva dicha regulación a 
rango legal. 
La mayoría de la doctrina se asombra por la diferenciación de tratamiento de las rentas en 
función del porcentaje de participación introducida por el legislador español, pues dicha 
especificidad no tiene precedentes ni en el Derecho comparado ni se menciona en las 
Guidelines de la OCDE. Como se aproximará en el apartado 8 a través del análisis del 
ajuste secundario en tres países, todos los países que también han decidido introducir el 
ajuste secundario en su legislación doméstica consideran que la totalidad de la renta puesta 
de manifiesto con la diferencia entre el precio convenido y el valor de mercado debe 
calificarse como dividendo, o bien como dividendo o como aportación de capital, utilizando 
una única calificación de renta para la totalidad del diferencial sin dobles calificaciones en 
función del porcentaje de participación. 
Este segundo párrafo del artículo 18.11 LIS 2014 establece de forma detallada los 
siguientes tratamientos fiscales para las operaciones secundarias en las que la vinculación 
se define en función de la relación socio o partícipe y entidad: 
 Para el socio Para la entidad 
 




Parte que excede 
del % de 
participación 




Parte que excede 








Utilidad recibida por 
la condición de socio, 






favor de la 
entidad 





Aportación a los 
fondos propios 
Renta o ganancia 
patrimonial (para 
el socio no 
residente) 
 
En síntesis, se observa la coexistencia de una regla general de calificación, que establece el 
tratamiento de la diferencia entre el valor convenido y el valor de mercado según la 
naturaleza de las rentas (art. 18.11 1º párrafo LIS 2014) y una regla particular de calificación, 
que únicamente se contempla para la relación socio o partícipe y entidad (art. 18.11 2º 
párrafo y ss. LIS 2014). 
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5.1. Operaciones vinculadas entre una entidad y sus socios o partícipes 
Respecto a la regla particular de calificación del ajuste secundario en las operaciones 
vinculadas entre socio o partícipe y entidad, se puede constatar una transferencia de fondos 
a favor del socio o partícipe o bien a favor de la entidad. 
5.1.1. Transferencia de renta de la sociedad a favor del socio 
Por un lado, para la entidad que cede el exceso de tesorería al socio, tanto la parte 
correspondiente al porcentaje de participación como la parte que excede de tal porcentaje 
tendrán la consideración fiscal de retribución de fondos propios, que de conformidad con el 
artículo 15 a) LIS 2014 es un gasto fiscalmente no deducible.  
Ante tal calificación de retribución de fondos propios, el inspector Vadillo Casero (2010, p. 
263) afirma que nos hallamos ante una distribución de beneficios encubierta y que se trata, 
además, de una distribución irregular de beneficios porque contraviene lo previsto por el 
Derecho mercantil al no respetarse el cauce legal previsto para tal operación societaria en el 
artículo 273 del Real Decreto 1/2010, de 2 de julio, que aprueba el Texto Refundido de la 
Ley de Sociedades de Capital, (en adelante, TRLSC), que exige el acuerdo de la Junta 
General de Socios o Accionistas, así como una serie de requisitos de fondo (no incurrir en 
desequilibrio patrimonial, destino de los beneficios si se acumulan pérdidas de anteriores 
ejercicios, atención a las reservas, etc.) que aquí no se tienen en cuenta. También entiende 
que, en el caso de que la sociedad incurra en pérdidas y no tenga reservas, no puede 
mantenerse la calificación legal de retribución de fondos propios sino que  sería mejor hablar 
de devolución de aportaciones del socio. Además, también parece configurarse como una 
incongruencia mercantil que la distribución de beneficios sea solamente a un socio o 
accionista, el que recibe el exceso de tesorería en el seno de la operación secundaria, pues 
el artículo 275 TRLSC exige que, salvo disposición contraria en los estatutos, dicha 
distribución se debe efectuar en proporción a su participación en el capital social; realmente 
lo que se está haciendo aquí es simplificar la operación, en lugar de imputar primero a todos 
los socios los dividendos correspondientes a su participación y después presuponer que se 
ha producido una donación o liberalidad a favor del socio que ha resultado beneficiado en la 
operación vinculada, directamente no se imputa ninguna renta presunta a los socios que no 
han intervenido en la operación que ha generado el exceso de fondos y se imputa todo al 
socio que cuenta con dicho exceso. 
Por otro lado, para el socio que recibe el exceso de tesorería, la parte del exceso acorde con 
el porcentaje de participación se entenderá como participación en beneficios (dividendos),  
de acuerdo con lo establecido en el artículo 25.1 a) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio 
(en adelante, LIRPF). En cambio, la parte que excede del porcentaje se considerará como 
utilidad percibida de una entidad por la condición de socio, accionista, asociado o partícipe, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 25.1 d) de la LIRPF. El tratamiento fiscal variará 
en función de dicha calificación: 
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- Sobre la participación en beneficios (dividendos), dependerá si el socio es persona 
física o persona jurídica. Si es persona física, el dividendo deberá integrarse en la base 
imponible del IRPF como rendimiento del capital mobiliario (art. 25.1. a LIRPF), 
generándose doble imposición a nivel de tributación global porque ya no opera la 
exención de los primeros 1.500 euros de dividendos24. En cambio, si el socio es 
persona jurídica, deberá integrarse en la base imponible del IS como ingreso pero 
podrá aplicarse el mecanismo de exención de dividendos o participación en beneficios 
para evitar o paliar la doble imposición, previsto en el artículo 21.1 LIS 201425, siempre 
y cuando se cumplan los requisitos determinados en el mismo. 
- Sobre la parte calificada como utilidad, el socio persona física deberá tributar por ella 
en IRPF como rendimiento del capital mobiliario (art. 25.1 d LIRPF) sin posibilidad de 
exención y el socio persona jurídica tampoco podrá aplicarse los mecanismos de 
eliminación de la doble imposición al no tener la utilidad la consideración estricta de 
dividendo o participación en beneficios, debiéndose integrar así como un ingreso en su 
base imponible del IS. En estos casos, tanto si el socio es persona física o jurídica, se 
constatará una doble imposición en la medida en que dicha utilidad haya sido calificada 
en origen como retribución de los fondos propios, no siendo deducible en el IS de la 
entidad que la distribuye. Como dice Ferrer Vidal, respecto al caso del socio persona 
física, (2015, p.151) “tanto la parte que se corresponde con el porcentaje como la parte 
que no se corresponde son integradas en la base imponible del socio, importe que 
coincide con el ajuste extracontable positivo que efectúa la sociedad filial, luego existe 
doble imposición”.  
Partiendo de la base que la sociedad que cede el exceso es residente, y que para ella  el 
tratamiento fiscal de dicho exceso siempre será de retribución de fondos propios con 
independencia de la residencia del socio, respecto al socio no residente en España hay que 
acudir tanto a la normativa interna del Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residente 
(en adelante, TRIRNR) como a la normativa de ámbito internacional que se articula a través 
de los convenios de doble imposición. 
- Si el socio es persona física, se entenderá la totalidad del exceso de fondos como 
dividendos, con independencia del porcentaje de participación, pues tanto el artículo 
13.1 TRIRNR como el artículo 10 MC OCDE ofrecen una definición amplia de los 
mismos. Hasta 31 de diciembre de 2014 podía aplicarse también la exención de los 
primeros 1.500 € para la parte correspondiente a dividendos en el caso de socios 
residentes en un país europeo, pero actualmente ya no resulta de aplicación ningún 
mecanismo que evite la doble imposición sufrida por el no residente. 
- Si el socio es una matriz residente en un Estado miembro de la Unión Europea, podrá 
aplicarse la exención prevista en el artículo 14.1 h) TRIRNR si se cumplen una serie de 
                                                          
24
 La exención sobre los primeros 1.500 euros de dividendos estuvo vigente hasta 31 de diciembre de 2014. 
25
 Los requisitos de aplicación de dicho artículo, que se aplica exclusivamente sobre dividendos y participación en beneficios 
(no en utilidades, primas de asistencia, etc.)  son: 1) poseer una participación mínima del 5% o que el valor de adquisición de la 
participación sea superior a 20 millones, 2) poseer la participación durante un año y 3) para el caso de participación en 
entidades no residentes, que la filial esté sujeta a un impuesto de análoga naturaleza al español, de tipo nominal mayor del 
10%. Realmente, al exigir el artículo 18.2 LIS 2014 una participación mínima del 25% para ser entidad vinculada, el primer 
requisito siempre se cumplirá en este contexto. 
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requisitos26. Dicha exención habla de “beneficios distribuidos”, de manera que, 
siguiendo el esquema doméstico, podría suponerse que la parte calificada como 
utilidad no queda exenta de tributación pues estrictamente no es un beneficio 
distribuido. 
Si existe convenio de doble imposición habrá de atenderse a lo que el mismo diga. La 
mayoría de los convenios firmados por España se basan en el MC OCDE, el cual define el 
término de dividendos de manera amplia, pudiendo llegar a entenderse que las utilidades 
derivadas de la condición de socio se encuadran en dicha definición, resultando de 
aplicación el artículo 10 del MC OCDE. Dicho artículo establece la tributación compartida de 
la renta obtenida por la distribución de dividendos, de manera que España, como pagadora 
de los dividendos, puede someter a gravamen dicha renta hasta un tipo máximo del 15% o 
incluso a un tipo inferior cuando se alcanza un determinado porcentaje de participación de la 
matriz en la filial, que varía en función del convenio. 
Por otro lado, si la sociedad distribuidora del beneficio encubierto es no residente y el socio 
que lo recibe es residente en España, la situación deriva de un ajuste primario realizado por 
otra Administración, de manera que atendiendo a nuestra normativa la Administración 
española debería llevar a cabo el ajuste bilateral y también el ajuste secundario respecto la 
diferencia entre el valor convenido y el valor de mercado (calificándose como dividendo la 
parte proporcional al porcentaje de participación y como utilidad derivada de la condición de 
socio el resto). No obstante, en la mayoría de soberanías fiscales que regulan el ajuste 
secundario no existe dicha fragmentación en la calificación de la renta a favor del socio, pero 
al sí establecerse en nuestra normativa sólo podría aplicarse la exención del artículo 21.1 
LIS 2014 respecto la parte calificada como dividendo.27 Ante tal consideración, Cencerrado 
Millán (2010, p.174) entiende que debería aplicarse la exención a la totalidad del diferencial 
de valoración, pero también advierte que la Administración opinará lo contrario pues tiene 
más interés en aumentar la base imponible de sus contribuyentes. 
Según García-Herrera Blanco (2016, p.173), ante tal fragmentación de calificación fiscal 
entre dividendos y utilidades afirma que “que en aras a una mayor simplicidad y 
practicabilidad podría estar justificado el tratamiento conjunto de la renta”. También Ferrer 
Vidal (2015, p.137) critica este aspecto: “al fin y al cabo el único beneficiario del exceso de 
fondos es el socio que ha tomado parte directa en la operación vinculada, y por ende todo 
este exceso debería ser considerado como dividendo.” 
Se procede a plantear una serie de supuestos prácticos a modo de ejemplificación28. En 
todos los casos se constata que el valor contabilizado de la operación no coincide con el 
valor de mercado y, que es la Administración tributaria correspondiente, quien comprueba 
dichos valores y establece el valor de mercado, derivándose una serie de ajustes. 
                                                          
26
 Para la consideración de sociedad matriz se exige un porcentaje mínimo de participación del 5% (o un valor de adquisición 
mayor de 20 millones de euros, desde el 1 de enero de 2015), que se haya mantenido dicha participación ininterrumpidamente 
durante el año anterior al día en que resulte exigible el dividendo o, en su defecto, que se mantenga a lo largo del tiempo 
requerido para computar un año. 
27
 Se parte de la base que el otro Estado reconoce  a nivel interno el ajuste secundario, pero podría no ser así. 
28
Supuestos inspirados en los previstos en el libro de los directores y coordinado por N. Carmona Fernández (2016), Nuevo 
régimen fiscal de las operaciones vinculadas, p. 534-549. 
31 
 
1) Supuesto práctico nº1: operación interna con socio persona jurídica residente que ostenta el 
100% de la participación del capital social de sociedad residente. 
Alimentcat S.L., empresa española fabricante de productos alimenticios, le ha vendido a Justfood 
S.L., socio único residente también en España, toda su producción por un valor de 1.500 €. La 
Administración tributaria, en el seno de un procedimiento de comprobación, ha concluido que el valor 
de mercado de la producción es de 2.100 €. El exceso de fondos recae sobre el socio puesto que ha 
comprado a un precio inferior al de mercado. 
 
 
Valor convenido: 1.500 € 
  Valor de mercado: 2.100 € 
Ajuste primario: + 600  Ajuste bilateral: - 600 
Ajuste secundario: - Ajuste secundario: - 
 
Respecto al ajuste primario, se incrementa la base imponible de la entidad en 600 € puesto que había 
contabilizado un menor ingreso al ser el valor convenido inferior al valor de mercado. El ajuste 
bilateral disminuye la base imponible del socio en la misma cantidad de 600 €, ya que esta empresa 
había registrado un menor gasto. Así, se cumple el mandato de neutralidad fiscal: los 600 € de 
diferencia entre el valor convenido y el valor de mercado aumentan la base de la entidad y 
disminuyen la del socio. 
Respecto al ajuste secundario, se parte de la base que el exceso de fondos en manos del socio debe 
entenderse como resultado de una operación secundaria de distribución de beneficios, que nace 
como consecuencia de la operación principal de venta. Para la entidad, la diferencia no cobrada debe 
calificarse como una retribución de los fondos propios, resultando un gasto fiscalmente no deducible 
de la base imponible del IS (art. 15 a LIS 2014). Para el socio, dicha diferencia se califica como 
participación en beneficios (ajuste extracontable positivo), integrándose en la base imponible del IS 
pero con derecho a aplicar la exención de dividendos para evitar la doble imposición (ajuste 
extracontable negativo) pues cumple los requisitos del art. 21 LIS 2014: la participación es superior al 
5% y se entiende que mantendrá la participación durante un año. La entidad, en principio, debe 
efectuar una retención sobre el dividendo distribuido al socio, pero en base y al artículo 128.4 d) LIS 
2014 y al 61 p) RIS 2015 no queda obligado a ello. Se constata, en este caso, el efecto neutro del 
ajuste secundario puesto que ambas bases imponibles resultaran iguales. 
2) Supuesto práctico nº2: operación interna con socio persona jurídica residente que ostenta el 
60% de la participación del capital social de sociedad residente. 
Fragancias S.L., empresa española fabricante de perfumes y participada al 60% por Cosmética S.L., 
ha vendido a Cosmética S.L. por 2.000 €. La Administración tributaria española establece que el valor 
de mercado es de 2.800 €. El exceso de fondos recae sobre el socio puesto que ha comprado a un 
precio inferior al de mercado. 
  
Valor convenido: 2.000 € 
Valor de mercado: 2.800 € 
Ajuste primario: + 800 Ajuste bilateral: - 800 
Ajuste secundario: retención s/320 Ajuste secundario: +320 
 




Justfood  S.L. (socio 




Cosmética S.L. (socio 
español - 60%)  
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Respecto al ajuste primario, en la entidad supone un aumento de la base imponible de 800 € ya que 
había registrado un menor ingreso, mientras que en el socio el ajuste bilateral supone una 
disminución de la base imponible por la misma cantidad puesto que había registrado un menor gasto. 
Respecto al ajuste secundario, la diferencia no cobrada tiene para la entidad la calificación de 
retribución de los fondos propios, no siendo gasto deducible fiscalmente (art. 15 a LIS 2014). Para el 
socio, el 60% de la diferencia no pagada (480 €) se califica como dividendo, resultando finalmente 
exento por aplicación de la exención por dividendos (art. 21 LIS 2014), y el 40% restante (320 €) se 
califica como utilidad derivada de la condición de socio, integrándose en la base imponible del IS 
como ingreso sin poder aplicarse ningún mecanismo de exención. La entidad debe retener por los 
320 € correspondientes a utilidad. Se constata una doble imposición por estos 320 €. 
3) Supuesto práctico nº3: operación interna con socio persona física residente que ostenta el 
30% del capital social de sociedad residente. 
El Sr. Roca ha facturado 3.000 € por sus servicios a Costa & Roca Asociados, empresa española de 
la que ostenta una participación del 30%. La Administración tributaria ha comprobado dicho valor y 
concluye con una valoración de mercado de 1.500 €. El exceso de fondos recae sobre el socio puesto 
que ha prestado servicios a un precio superior al de mercado. 
 
  
Valor convenido: 3.000 € 
Valor de mercado: 1.500 € 
Ajuste primario: + 1.500 Ajuste bilateral: - 1.500 
Ajuste secundario: retención s/1.500 
Ajuste secundario: dividendos + 375 
                              utilidades: + 1.125 
 
Respecto al ajuste primario, en la entidad se incrementa la base imponible en la diferencia entre el 
valor convenido y el valor de mercado (1.500 €) puesto que se había contabilizado un mayor gasto. 
En cambio, el ajuste bilateral en el socio supone una disminución en 1.500 € puesto que había 
declarado un mayor ingreso. 
Respecto al ajuste secundario, los 1.500 € siguen en manos del Sr. Roca, de manera que se entiende 
que la operación secundaria producida es una distribución de beneficios. Para la entidad, la 
retribución de fondos propios resulta un gasto fiscalmente no deducible (art. 15 a LIS 2014). Para el 
socio, se califica como dividendo el 25% de la diferencia (375 €) y el restante 75% (1.125 €) como 
utilidad percibida por la condición de socio, integrándose ambos rendimientos en la base imponible 
del ahorro del IRPF al no poder aplicarse ningún mecanismo de exención. Se constata así una doble 
imposición por los 1.500 € de diferencia entre el valor convenido y el de mercado. 
5.1.2. Transferencia de renta del socio a favor de la sociedad  
Por un lado, para la entidad que obtiene el exceso de tesorería, la parte correspondiente a la 
participación se calificará como aportación de los socios a los fondos propios. Dicha 
calificación no comportará ninguna repercusión fiscal a nivel de IS, pero sí se devengará el 
hecho imponible de operaciones societarias en el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (en adelante, ITPAJD), tal y como establece 
el artículo 19.1.2º del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se 
Costa & Asociados S.L. 
(entidad española) 
 




aprueba la Ley que regula tal impuesto. Sin embargo, el artículo 45.10 de la misma ley prevé 
la exención de tributación de dicho tipo de operación societaria. Por lo que respecta a la 
parte que excede del porcentaje de participación se calificará como renta para la sociedad, 
comportando un aumento como adquisición gratuita en la base imponible del IS de la 
misma.  
Si la entidad a la que se hace la aportación es no residente, esta parte que excede del 
porcentaje de participación se considerará como una ganancia patrimonial (art. 18.11 b in 
fine LIS 2014), debiendo tributar en España por IRNR, excepto que exista un convenio de 
doble imposición que diga lo contrario. Así, en caso de existir convenio de doble imposición, 
hay que ver qué se establece en el mismo. La mayoría de los convenios de doble imposición 
internacional firmados por España siguen el modelo MC OCDE, que aunque es en el artículo 
13 del mismo en el que se regulan las ganancias patrimoniales, dicho precepto exige que las 
ganancias deriven de una enajenación de bienes, así que no cumpliéndose tal requisito en 
este caso debemos remitirnos al artículo 21, relativo a otras rentas, donde se determina que 
en estos casos la tributación debe ser exclusiva en la residencia del perceptor. Aunque 
parece que en tal caso España no podrá gravar la renta que obtiene la sociedad no 
residente, lo cierto es que muchos convenios establecen excepciones a esta regla general, 
pudiendo habilitar una competencia compartida de gravamen entre ambos países. 
Por otro lado, para el socio que transfiere el exceso, la parte correspondiente con el 
porcentaje de participación se considerará como aportación a los fondos propios de la 
entidad, comportando un aumento del valor de adquisición de su participación, y la parte 
restante será una liberalidad, que es un gasto no deducible para el socio persona jurídica 
(art. 15 e LIS 2014). La liberalidad genera doble imposición por cuanto es un gasto 
fiscalmente no deducible para el socio y es un ingreso tributable para la sociedad, y lo 
mismo sucede para el socio persona física puesto que la liberalidad no se puede computar 
como pérdida (art. 33.5 c LIRPF).  
El inspector Vadillo Casero (2010, p. 270), influenciado por la opinión de Sanz Gadea, 
considera que esta calificación como liberalidad para el socio “contrasta frontalmente con la 
finalidad esencial del contrato de sociedad, que, como sabemos, persigue la obtención de 
un lucro partible entre los socios, de acuerdo con lo previsto en el artículo 1.665 del Código 
Civil.” 
La doctrina interpreta que la calificación de liberalidad en la parte que excede del porcentaje 
de participación, en lugar de aportación a fondos propios, responde a que el socio que 
aporta los fondos lo está haciendo por encima de su porcentaje de capital social, de manera 
que está transfiriendo indirectamente capital a favor de los socios que no han participado en 
la operación vinculada, suponiendo un aumento del valor de las participaciones de los 
mismos a costa de la aportación del socio que es parte en la operación vinculada. El socio 
que no ha realizado la operación vinculada y se beneficia de una plusvalía latente en su 
participación, cuando transmita dicha participación sufrirá una doble imposición al haber 
tributado previamente la entidad por dicha cantidad, pero podrá mitigar el efecto aplicando la 
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exención por doble imposición. Pero el socio no aportante persona física no tendrá opción a 
eliminar la doble imposición sufrida. 
Se muestran a continuación un par de ejemplos prácticos: 
1) Operación internacional con socio persona jurídica residente que ostenta el 30% de persona 
jurídica no residente. 
Para la producción de coches, Autos S.L., empresa española, adquiere neumáticos a Pneus S.L., 
empresa portuguesa de la que ostenta una participación del 30%. La venda se pacta a 1.600 €, 
constatando posteriormente la Administración tributaria que el valor de mercado es de 1.100 €. El 




Valor convenido: 1.600 € 
Valor de mercado: 1.100 € 
Ajuste bilateral: -500 Ajuste primario: +500 
Ajuste secundario: +350 Ajuste secundario: - 
 
En el socio, la Administración española debe efectuar un ajuste primario de +500, aumentando su 
base imponible del IS ya que se dedujo fiscalmente un gasto de más. El ajuste bilateral consecuente 
no le compete a la Administración española sino a la portuguesa. Dicho ajuste requiere habitualmente 
un procedimiento amistoso, de conformidad con lo establecido en un convenio de doble imposición 
bilateral o en base al convenio de arbitraje, que mientras no se resuelva supondrá la doble imposición 
jurídica de la misma renta en Portugal y España. 
Respecto al ajuste secundario, siendo el socio español quién cede el exceso de fondos, la parte 
correspondiente a su participación del 30% (150 €) se considera aportación a fondos propios, 
comportando el aumento del valor de su participación a efectos fiscales pero sin repercusión 
inmediata en su base imponible. Los 350 € restantes se consideran una liberalidad no deducible para 
el socio, de conformidad con el artículo 15 e) LIS 2014.  
El efecto del ajuste secundario en la entidad portuguesa supone una aportación a fondos propios de 
150 € y una renta de 350 €. Al ser una entidad no residente sin establecimiento permanente en 
España, la parte de renta tiene en principio la calificación de ganancia patrimonial (art. 18.11 b in fine 
LIS 2014) habiendo de tributar por IRNR, pero en el convenio de doble imposición entre España y 
Portugal se establece en el artículo 22.1
29
, relativo a otras rentas, la tributación en el país de 
residencia. De manera que la entidad portuguesa debe tributar en Portugal por dicha renta, no 
debiendo retener el socio a tal efecto. 
2) Operación interna con socio persona jurídica residente que ostenta el 50% de persona jurídica 
residente. 
Todo Naves S.L. es propietaria de la nave que ocupa Construdram S.L., participando la primera en un 
50% de la segunda. El socio decide vender a la entidad la nave, pactando un precio de 4.000 €. Con 
posterioridad, la Administración tributaria entiende que el valor de mercado era de 5.000 €. 
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 Artículo 22.1 Convenio Doble Imposición España – Portugal: “1. Las rentas de un residente de un Estado contratante que 
sean de naturaleza, o procedan de fuentes no mencionadas en otros artículos de este Convenio sólo pueden someterse a 
imposición en ese Estado.” 
Autos S.L. (socio español - 
30%) 







Valor convenido: 4.000 € 
Valor de mercado: 5.000 € 
Ajuste bilateral: - Ajuste primario: +1.000 
Ajuste secundario: +500 Ajuste secundario: retención s/500 
 
En el socio, el ajuste primario comporta un aumento de la base imponible del IS porque ha registrado 
un menor ingreso al vender la máquina por 1.000 € menos que el valor de mercado. En la entidad, el 
ajuste valorativo no tiene repercusiones en la base imponible sino en el balance puesto que la 
adquisición de la nave se ha contabilizado como inmovilizado. Así, se incrementa el valor en balance 
de la nave. 
El exceso de fondos generado por esta operación está en manos de la entidad, que ha pagado 1.000 
€ menos que lo que debería haber pagado según valor de mercado por la adquisición de la nave. Así, 
se presume que esta desviación patrimonial consiste en una aportación de capital, en la que 500 € 
tienen la consideración para la entidad de aportación de los socios y los restantes 500 € son renta 
que se sumará a su base imponible del IS. Para el socio, en cambio, 500 € son aportación de fondos 
propios, que aumentan el valor de su participación pero no tiene repercusión fiscal hasta que no 
venda los títulos, y los restantes 500 € son una liberalidad no deducible en su base imponible del IS, 
sobre la cual debe efectuar la retención correspondiente. 
5.2. Otras operaciones vinculadas no determinadas por la relación socios o 
partícipes - entidad 
Los problemas que se derivan de la aplicación del artículo 18.11 LIS 2014 se incrementan 
cuando la vinculación no se da en la relación socio o partícipe y entidad, pues ni la LIS 2014 
ni el RIS 2015 configuran las calificaciones que habrá de darse al exceso de tesorería 
resultante de la operación convenida a precio diferente al de mercado. De manera que 
habrá que acudir a la regla general del primer párrafo del artículo 18.11 LIS 2014, según la 
cual habrá de otorgarse “el tratamiento fiscal que corresponda a la naturaleza de las rentas 
puestas de manifiesto como consecuencia de la existencia de dicha diferencia”.  
En estos casos la calificación irá en función de las circunstancias de cada caso, resultando 
muy complicado determinar a priori las calificaciones procedentes. No obstante, se muestran 
a continuación algunas de las calificaciones propuestas por la doctrina. 
5.2.1. Entre una entidad y su administrador o consejero 
El supuesto más usual es que la transferencia de renta sea a favor del administrador. 
Suponiendo que el administrador no es socio y que el cargo es remunerado, la renta 
transferida se podría calificar como mayor retribución en especie30 para el administrador en 
contraprestación por los servicios prestados en desarrollo de su cargo, siendo considerada 
en IRPF como rendimiento del trabajo (art. 17.2.e LIRPF). Consecuentemente, para la 
entidad se calificará como un mayor gasto de personal, siendo en principio un gasto 
                                                          
30 No obstante, debemos apuntar que la regulación del ajuste secundario no especifica si es compatible con el régimen de las 





Todo Naves S.L. (socio 
español - 50%)  
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fiscalmente deducible. En caso de que dicha retribución contravenga los límites establecidos 
al respecto en la legislación mercantil, podría considerarse como gasto no deducible la parte 
excedente de los límites, ocasionando así un problema de doble imposición puesto que la 
renta tributaría en sede del administrador pero el gasto no sería totalmente deducible.  
En cambio, si la transferencia de renta es a favor de la entidad, supuesto menos habitual, 
parece que el exceso debería calificarse como una donación recibida del administrador a 
favor de la sociedad. No obstante, dicha calificación es objeto de múltiples críticas por parte 
de la doctrina. 
5.2.2. Entre una entidad y los familiares del socio o administrador 
Existen dos corrientes doctrinales al respecto, la que entiende que se origina un 
desplazamiento patrimonial indirecto y la que considera que el desplazamiento patrimonial 
es directo.  
La primera interpretación doctrinal entiende que inicialmente existe una distribución de 
beneficios a favor del socio o un mayor rendimiento del trabajo a favor del administrador (no 
siendo un gasto fiscalmente deducible para la sociedad y siendo renta tributable en IRPF por 
el socio como dividendo, sin posibilidad de exención, y por el administrador en IRPF como 
rendimiento del trabajo) y después el socio o el administrador lleva a cabo una donación a 
su familiar (debiendo tributar el familiar por Impuesto de Sucesiones y Donaciones, en 
adelante ISD). En cambio, la corriente del desplazamiento patrimonial directo considera que 
la transmisión es directa entre la sociedad y el familiar del socio o administrador, 
calificándose dicha operación secundaria como donación, siendo un gasto fiscalmente no 
deducible para la sociedad y debiendo tributar el familiar por ISD. Comparando las dos 
corrientes, se constata que la del desplazamiento indirecto comporta una tributación extra en 
sede del socio.  
5.2.3. Entre sociedades pertenecientes al mismo grupo: sociedades hermanas 
y participación indirecta 
De los supuestos de vinculación diferentes a la relación socio o partícipe -entidad, la DGT se 
ha manifestado en las consultas V1833-09 y V0621-10 sobre el tratamiento del ajuste 
secundario en operaciones vinculadas entre sociedades o entidades pertenecientes al 
mismo grupo pero sin tener participaciones cruzadas entre sí, las llamadas “sociedades 
hermanas”. La operación sobre la que se pronuncia es una condonación de créditos y 
declara aplicables al ámbito fiscal los efectos contables de este tipo de operaciones, 
establecidos en la Consulta nº4 del BOICAC 79/2009, que entienden que una de las 
sociedades dependientes distribuye de forma encubierta un dividendo a la sociedad matriz 
común y ésta realiza una aportación a favor de la otra entidad dependiente. Sin embargo, 
entiende que cuando existan otros socios de las entidades dependientes, si dichas 
operaciones se efectúan en proporción superior a su participación, el exceso se  debe 
registrar como un gasto para la sociedad donante (que, al ser una liberalidad, no será 
fiscalmente deducible) y un ingreso para la sociedad donataria (debiéndose integrar en su 
base imponible). Ante tal consideración de la DGT, Reguera Blanco (2015, p.10) destaca 
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que le resulta curioso que haga referencia directamente a la normativa contable, 
presuponiendo la ausencia de normativa fiscal específica sobre dicho tratamiento, cuando 
realmente no es así. 
Ferrer Vidal (2015, p. 223) entiende que “las consecuencias negativas de una operación 
vinculada deberían afectar únicamente a las partes que efectivamente han participado en 
ella, lo cual excluye el concepto de operación triangular y cualquier otra recalificación que 
tenga como punto de conexión la relación socio-sociedad o administrador-sociedad.” Así, 
tanto ella como otros autores abogan por considerar más adecuado entender que en estas 
operaciones triangulares se produce simplemente una donación entre las entidades 
dependientes que han intervenido en la operación. 
Por otro lado, en las operaciones vinculadas entre dos entidades, en la que una participa 
indirectamente en al menos un 25% del capital social de la otra, existen dos interpretaciones 
doctrinales: una entiende que existe un desplazamiento indirecto, considerando que existe 
una distribución de beneficios y una consecuente aportación de capital a través de una 
sociedad intermedia, y la otra entiende que el desplazamiento es directo entre las dos 
sociedades que intervienen en la operación, calificando la transferencia de renta como una 
donación. El primer planteamiento puede producir dobles y sucesivas imposiciones no 
deseables. 
6. LAS CONSIDERACIONES DE LA OCDE Y EL FORO CONJUNTO 
DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE LA UNIÓN EUROPEA 
6.1. La postura de la OCDE  
El Modelo de Convenio Tributario de la OCDE31 no aborda en su artículo 9, relativo a la 
imposición de las empresas asociadas y que se consolida como la base jurídica del principio 
de plena competencia, la cuestión del ajuste secundario.  
Respecto al primer apartado del precepto en cuestión, no hay discrepancias en cuanto a su 
redacción se refiere sin duda al ajuste primario: se establece la potestad de los Estados de 
las partes contratantes de hacer tributar a sus respectivas empresas de conformidad con el 
beneficio que hubieran logrado si dicha operación se hubiera ocasionado en un escenario de 
independencia entre las partes, pactando un valor asimilado al de mercado. Sin embargo, la 
polémica se centra en la redacción del segundo apartado32, en el que se insta al otro Estado 
contratante a practicar el ajuste “que proceda”. Ante el redactado de dicho artículo se podría 
pensar que se está dando cabida a la aplicación del ajuste secundario, pero la misma OCDE 
ha resuelto tal incertidumbre en los Comentarios al artículo 9 del MC OCDE, clarificando que 
                                                          
31
  La última versión es del 15 de julio de 2014. Es una herramienta para los Estados miembros de la OCDE para redactar los 
convenios de doble imposición y para resolver los problemas que surgen en el ámbito de la doble imposición jurídica. 
32
 “2. Cuando un Estado contratante incluya en los beneficios de una empresa de ese Estado -y someta, en consecuencia, a 
imposición los beneficios sobre los cuales una empresa del otro Estado ha sido sometida a imposición en ese otro Estado 
contratante, y ese otro Estado reconozca que los beneficios así incluidos son beneficios que habrían sido realizados por la 
empresa del Estado mencionado en primer lugar si las condiciones convenidas entre las dos empresas hubieran sido las que 
se hubiesen convenido entre empresas independientes, ese otro Estado practicará el ajuste que proceda a la cuantía del 
impuesto que ha grabado esos beneficios. Para determinar dicho ajuste se tendrán en cuenta las demás disposiciones del 
presente Convenio y las autoridades competentes de los Estados contratantes se consultarán en caso necesario.” 
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el apartado en cuestión no pretende abordar el tratamiento del ajuste secundario sino que se 
refiere al ajuste correlativo. También en el artículo 4.69 de las Guidelines se hace referencia 
a este ajuste, estipulando que: 
“El artículo no trata de los ajustes secundarios y que, en consecuencia, ni prohíbe ni obliga a las 
administraciones tributarias a efectuarlos. (…) Muchos países no practican ajustes secundarios, ya sea 
por una cuestión práctica o porque su derecho interno no les autoriza. Algunos países podrían rehusar 
la concesión de una desgravación con respecto a los ajustes secundarios efectuados por otros países y, 
de hecho, el artículo 9 no les obliga a hacerlo (…)”.  
Hay que destacar también que en el párrafo 4.32 de las Guidelines se afirma que el párrafo 
2 del artículo 9 MC OCDE se refiere expresamente al ajuste correlativo, sin dejar ningún tipo 
de duda sobre qué hay que interpretar por “el ajuste que proceda”. 
Si bien es cierto que el artículo 9.2 MC OCDE no regula propiamente el ajuste secundario, 
en los Comentarios se establece que, a pesar de dicha ausencia regulativa, ninguna 
disposición del apartado en cuestión supone un obstáculo a la aplicación del mismo, y que 
podrá aplicarse siempre y cuando resulte procedente de acuerdo a la normativa interna de 
los Estados contratantes. Así, se trata de una cuestión que deben decidir libremente los 
Estados en el momento de configurar su propia regulación sobre precios de transferencia. 
En el párrafo 4.68 de las Guidelines se advierte del importante riesgo de doble imposición 
que puede acarrear la aplicación del ajuste secundario, produciéndose cuando un Estado 
lleva a cabo un ajuste secundario que no es reconocido por el otro Estado al no otorgar un 
crédito o desgravación por el impuesto adicional que nace de la operación secundaria. Se 
menciona el caso en el que la operación secundaria se ha calificado como dividendo 
presunto, pudiendo ocasionarse problemas si la retención en la fuente no es objeto de 
exención en el derecho interno del otro país por entender que no existe una recepción 
presunta de dividendos. 
En el párrafo 4.71 de las Guidelines la OCDE se ha manifestado también sobre la necesidad 
de restringir el ámbito de aplicación del ajuste secundario a aquellos casos en los que “el 
comportamiento del contribuyente denote su intención de disfrazar un dividendo con la 
finalidad de evitar la retención en la fuente”, para minimizar el riesgo de doble imposición 
que se puede derivar de su aplicación. De manera que se anima a los Estados cuya 
regulación interna contiene el ajuste secundario a habilitar soluciones que eviten la doble 
imposición, con excepción de los supuestos en los que se aprecie una voluntad elusiva o un 
propósito fraudulento. 
En el párrafo 4.72 de las Guidelines se introduce la idea de repatriación del exceso de 
fondos, como opción alternativa para el contribuyente al ajuste secundario en el seno una 
operación en un grupo multinacional. Se proponen varias maneras para llevar a cavo dicha 
repatriación de beneficios: con un reconocimiento de deuda creando una cuenta por cobrar 
o reclasificando otras transferencias, como un pago de dividendos cuando el ajuste es entre 
una matriz y su filial, un pago de transferencia adicional (en caso de que el precio fuera 
demasiado bajo)  o mediante el reembolso de una parte del precio de transferencia (en caso 
de que el precio inicial fuera demasiado alto). 
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En el párrafo 4.6  del Manual para la efectiva aplicación del procedimiento amistoso (Manual 
on Effective Mutual Agreement Procedures, MEMAP) también se hace mención al ajuste 
secundario, recomendando que en circunstancias normales debe formar parte del acuerdo 
junto con el ajuste primario, de manera que si el primario se revierte se revierta también el 
secundario y que, si se llega a un acuerdo correlativo con la consecuente aceptación del 
primario, se pueda repatriar el exceso de fondos generado para evitar la aplicación del 
ajuste secundario. Así, en dicho manual también se presenta la repatriación del exceso de 
beneficios como una posible opción para evitar el ajuste secundario. 
En conclusión, constatada queda la falta de uniformidad a nivel internacional sobre el 
tratamiento de este tipo de ajuste, así como el hecho que la OCDE no prohíbe ni tampoco 
obliga a practicar los ajustes secundarios, dejando a los Estados que procedan a la 
aplicación del mencionado ajuste cuando así se prevea en la legislación interna de los 
mismos Estados contratantes.  
6.2. La postura del Foro Conjunto sobre Precios de Transferencia de la UE 
El Foro Conjunto sobre Precios de Transferencia es el único grupo de trabajo de la Comisión 
que está compuesto por Administraciones públicas y por miembros del sector privado, 
representando éstos últimos a las empresas afectadas por los eventuales ajustes por 
precios de transferencia. Este grupo consultivo de expertos se creó en 2002 con el objetivo 
de poder ofrecer soluciones a los problemas prácticos derivados de la aplicación del 
principio de independencia, lograr una aplicación más uniforme de las normativas internas y 
la supresión de la doble imposición a través de soluciones simples que no implicaran 
modificaciones legislativas.  
Este grupo de trabajo emitió el “Informe sobre ajustes secundarios” en fecha 25 de octubre 
de 2012, siendo publicado el 18 de enero de 2013. El informe articula una serie de 
recomendaciones sobre el tratamiento de los ajustes secundarios: 
- La aplicación del ajuste secundario puede comportar situaciones de doble imposición 
jurídica. En los países en los que la aplicación interna del ajuste secundario resulte 
obligatoria se deberán prever mecanismos para evitar dicha doble imposición. En 
cambio, en los países en los que no resulte de aplicación obligatoria, deberán 
abstenerse de aplicarlos. 
- Se advierte la tendencia de los países a calificar fiscalmente la operación secundaria 
como reparto de dividendos o aportación de capital, evitando el tratamiento como 
préstamo puesto que se derivarían bastantes dificultades respecto los intereses. 
- Se considera aplicable en este ámbito la Directiva Matriz-Filial33 entre Estados 
miembros de la UE, implicando la no exigencia de retención sobre el presunto 
beneficio distribuido y evitando, así, la doble imposición.  
- Se defiende la repatriación de fondos indebidamente pagados o cobrados por una de 
las partes y se incide en la necesidad de hacerlo en el seno del procedimiento 
                                                          
33
 Directiva 2011/96/UE del Consejo, de 30 de noviembre de 2011, relativa al régimen fiscal común aplicable a las sociedades 
matrices y filiales de Estados miembros diferentes. De los 9 Estados miembros que regulan el ajuste secundario, todos admiten 
la aplicación de dicha directiva en la aplicación de ajustes secundarios excepto Francia y Bulgaria.  
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amistoso. Además, se sugiere que en el acuerdo de repatriación de fondos se detalle 
todas las características de la misma: forma de devolución (directa, compensando 
operaciones previas o reclasificando transferencias), plazo (se recomienda un período 
de 90 días desde la fecha del acuerdo de repatriación), intereses (se recomienda, para 
simplificar el proceso, renunciar a la aplicación de intereses) y retención (se 
recomienda la no imposición, en aras a evitar la posible doble imposición). 
- Se entiende que la aplicación del ajuste secundario no debe comportar la imposición 
de sanciones, que las sanciones sólo deberían ocasionarse respecto al ajuste primario. 
En caso de que los Estados opten por sancionar, se recomienda que las mismas se 
den dentro del procedimiento amistoso para poder garantizar la supresión de la doble 
imposición. 
7. LA RESTITUCIÓN PATRIMONIAL: ALTERNATIVA AL AJUSTE 
SECUNDARIO 
El último párrafo del artículo 18.11 LIS 2014 establece que “no se aplicará lo dispuesto en 
este apartado cuando se proceda a la restitución patrimonial entre las personas o entidades 
vinculadas en los términos que reglamentariamente se establezcan. Esta restitución no 
determinará la existencia de renta en las partes afectadas.”   
Con esta previsión se abre la puerta a la posibilidad de anular la desviación patrimonial, 
ocasionada entre las partes o entidades vinculadas que han operado a un precio no acorde 
con el valor de mercado y que han ajustado sus bases imponibles por la diferencia 
valorativa, mediante la devolución del exceso de fondos del receptor del mismo (quién 
registró un mayor ingreso o un menor gasto) a quién se lo proporcionó indebidamente (quién 
registró un menor ingreso o un mayor gasto). Se constata así que mientras el ajuste 
secundario lo que pretende es calificar la operación secundaria que se origina después de la 
aplicación del ajuste primario a la operación principal, la restitución comporta la voluntad de 
hacer substituir solamente la operación original, que ya ha sido correctamente valorada con 
la aplicación de los ajustes valorativos. 
En la ley se remite al reglamento como desarrollo de tal figura, pero el artículo 20 RIS 2015 
solo menciona al respecto que “el contribuyente deberá justificar dicha restitución antes de 
que se dicte la liquidación que incluya la aplicación de lo señalado en el apartado anterior.” 
A pesar de no habilitar un procedimiento propiamente dicho de restitución, de este precepto 
se derivan dos requisitos para que ésta sea posible: que el contribuyente la justifique ante la 
Administración tributaria y que lleve a cabo la devolución de fondos antes de que se le 
notifique la liquidación administrativa de la que se derive la aplicación del ajuste secundario.  
Actualmente la restitución patrimonial es la única vía para evitar la aplicación del ajuste 
secundario. Antes de la entrada en vigor del RIS 2015, el artículo 21 bis 3 RIS 2004 permitía 
una segunda vía de escape de las calificaciones apriorísticas previstas en la ley acreditando 
causa distinta, pero realmente lo único a lo que habilitaba era a calificar fiscalmente de otra 




La restitución patrimonial cuenta con una serie de ventajas respecto el ajuste secundario: 
- Se reduce el riesgo de generar situaciones de doble imposición, a diferencia de lo que 
ocurre con las utilidades y las liberalidades de las calificaciones apriorísticas. 
- Permite la resolución de todos los supuestos de vinculación, no sólo el de las 
operaciones basadas en la relación  socio o partícipe - entidad. 
- No es incongruente con el Derecho Mercantil, a diferencia de las distribuciones 
presuntas de beneficios y las aportaciones de capital que comportan, respectivamente, 
una distribución no proporcional y la no alteración del porcentaje de participación. 
- No afecta al resto de socios, simplemente se produce una devolución entre las partes 
implicadas en la operación originaria causante del exceso. 
- No vulnera el principio de capacidad económica, pues no se están creando ficciones 
jurídicas, simplemente se están devolviendo los fondos satisfechos en exceso. 
- No comporta dualidad normativa fiscal y contable porque no se configura como una 
norma de calificación.  
8. EL AJUSTE SECUNDARIO EN OTRAS LEGISLACIONES  
En el ámbito de la Unión Europea, solamente 9 de los 28 Estados miembros regulan en su 
legislación interna el ajuste secundario: Alemania, Austria, Bulgaria, Dinamarca, Eslovenia, 
España, Francia, Holanda y Luxemburgo. 
En este apartado se hará un breve análisis de Derecho comparado mediante la explicación 
del tratamiento fiscal del ajuste en Estados Unidos, pues es uno de los países con más 
tradición en la regulación de este ajuste, y también se analizarán las legislaciones de 
Francia y Alemania, más próximas geográficamente pero totalmente contrapuestas entre 
ellas.  
8.1. Las diferentes alternativas de Estados Unidos 
Como se decía, la regulación estadounidense es una de las más antiguas en otorgar un 
tratamiento fiscal específico a la operación secundaria que nace en una operación vinculada 
que no ha sido valorada a precios de mercado. 
El ajuste primario y el ajuste correlativo pueden ser aplicados tanto por los propios 
contribuyentes como por la Administración, pudiendo adoptar signo positivo o negativo. En 
cambio, el ajuste secundario es aplicable directamente por la Administración tributaria 
norteamericana, bajo la calificación de la operación presunta como distribución de dividendo 
o aportación de capital en la relación socio-entidad. Sin embargo, el sujeto pasivo puede 
optar por la vía de escape del préstamo (conocido por la doctrina como “relief procedure”, 
ajustando la contabilidad a la base tributable. En síntesis, se constata que la normativa 
estadounidense permite solucionar, tanto a la Administración como al sujeto pasivo, la 
desviación patrimonial que aflora después de la aplicación del ajuste primario, bien 
ajustando la contabilidad a la fiscalidad (con el préstamo) o bien ajustando la fiscalidad a la 




La opción del contribuyente de optar por el préstamo se articula como la posibilidad de 
registrar contablemente un préstamo entre sociedades vinculadas, de manera que una 
sociedad le cede a la otra el exceso de tesorería que ostenta como consecuencia de la 
operación vinculada principal y que, una vez aplicado el ajuste primario, se manifiesta en 
una discordancia entre las bases tributables y la contabilidad de la operación. Su ámbito de 
aplicación se reduce a las personas jurídicas, se instrumentaliza a través de la creación de 
una cuenta a cobrar o pagar, modificando así la contabilidad de las partes, y genera 
intereses. Ferrer Vidal (2015, p.276) considera que, a pesar de que la legislación americana 
tipifica este procedimiento como “without tax consequences”, “el hecho que existan intereses 
obligatoriamente fijados a precio de mercado así como la retención que les afecta, son 
consecuencias tributarias reales y palpables que tienen su impacto recaudatorio”, aunque 
dichas consecuencias fiscales a corto plazo son mejores que las que derivan de una 
alteración en el valor de las participaciones en las aportaciones encubiertas de capital o de 
una retención de un dividendo. No obstante, se puede articular un préstamo sin intereses 
cuando sea una operación internacional en la que la otra entidad vinculada sea residente de 
un Estado con el que Estados Unidos tenga suscrito un convenio de doble imposición 
internacional.  
El sujeto pasivo también puede optar por la aplicación de los setoffs, que se conciben como 
ajustes de compensación mediante los cuales las diferencias de valoración se compensan 
por otra operación, realizada por las mismas entidades vinculadas durante el mismo año y 
que tampoco se adecua al principio arm’s length. Es siempre el sujeto pasivo quien debe 
comunicar a la Administración tributaria la existencia de dicha operación vinculada entre las 
mismas partes, que debe tener sentido contrario a la operación principal. 
En resumen, si el sujeto pasivo no opta por la vía del préstamo o los setoffs, se entiende que 
está dispuesto a asumir las repercusiones fiscales que puede comportar la aplicación de un 
ajuste secundario como el previsto en la legislación española, entendiendo que se produce 
presuntamente una distribución de dividendos o una aportación de capital, pero sin la doble 
calificación en función del porcentaje de participación.  
8.2. La postura subjetiva de Francia 
Parece ser que Francia se inspiró en el modelo americano de ajuste secundario, pues en el 
momento de su introducción era el modelo más desarrollado. No obstante, como se verá, 
existen notables diferencias entre ambas regulaciones. 
El ámbito geográfico de aplicación del ajuste secundario, a diferencia de lo que ocurre en la 
legislación estadounidense, la alemana y la española, queda reducido a los supuestos en 
los que una entidad francesa ha transferido beneficios de forma directa o indirecta a una 
entidad vinculada no residente, es decir, a los supuestos en los que una entidad francesa ha 
realizado una operación perdiendo dinero puesto que ha registrado un menor ingreso o un 
mayor gasto. De manera que se limita a los supuestos en los que ha comprado por encima 
del valor de mercado, ha vendido por debajo del valor de mercado, ha efectuado préstamos 
con condiciones excepcionales o condonación de los mismos, etc. Así, el ajuste primario 
para la entidad residente en Francia siempre será positivo, aumentando la base imponible 
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por haber registrado un menor ingreso o un mayor gasto. No obstante, pero la doctrina 
francesa entiende que en ocasiones pueden admitirse tanto ajustes positivos como 
negativos para ajustar el valor por el que se ha contabilizado la operación. 
La regulación francesa viene marcada por un gran respeto a las decisiones empresariales 
pues ésta puede llegar a aceptar cualquier tipo de causa comercial para explicar la 
diferencia entre el valor convenido y el valor de mercado, siempre y cuando resulte 
razonable y sea probada suficientemente por el contribuyente, con el objetivo de evitar la 
aplicación de ajustes. Las autoridades francesas han aceptado hasta la actualidad dos tipos 
de pruebas por parte del contribuyente: 
- Acreditar que la transferencia de beneficios responde a la compensación por otra 
operación, acaecida anteriormente, de la que no tenía conocimiento la Administración 
fiscal francesa, y que, entonces, no existe materialmente dicho exceso de fondos a 
favor de una entidad no residente. 
- Demostrar que la transferencia de beneficios se ha ocasionado como consecuencia de 
la fijación de un precio diferente al de mercado por una causa meramente comercial. 
Ferrer Vidal (2015, p.288) pone como ejemplos “salvar a una entidad del grupo de la 
quiebra otorgándole un préstamo gratuito, afianzar una marca y para ello vender 
temporalmente a precio inferior, inclusive el hecho de cometer un error en la gestión 
diaria del negocio, etc.” 
Si el contribuyente no consigue acreditar la diferencia de precios alegando una justificación 
comercial razonable y probada se presumirá una voluntad elusiva por parte del mismo, 
resultando de aplicación el correspondiente ajuste secundario. Así, el exceso de fondos que 
ostenta la sociedad extranjera debe calificarse como una distribución de dividendos, pero en 
la normativa francesa existe una peculiaridad al respecto y es que se califica el exceso de 
tesorería como distribución de beneficios de forma independiente al sentido de la 
transacción, de forma que la única operación secundaria que se contempla es dicha 
distribución de beneficios, que debe  comportar la obligación de practicar e ingresar la 
retención sobre dicha cantidad, excepto en el caso en que exista un convenio de doble 
imposición internacional entre Francia y el país extranjero que establezca lo contrario. 
8.3. La postura objetiva de Alemania 
A diferencia de la regulación francesa, la alemana ha optado por una visión más bien 
objetiva, en la que no se requiere la existencia de intención elusiva o fraudulenta por parte 
de las partes para la aplicación de los ajustes, pero en la que sí se exige la verificación de 
las causas empresariales que puedan explicar dicha diferencia en la valoración de los 
precios. 
Se parte también de la aplicación del principio arm’s length, pero interpretado  de 
conformidad con la actuación de un hombre diligente de negocios. De manera que una 
operación en la que el valor convenido sea diferente al valor de mercado puede resultar 
totalmente lícita si dicha diferencia responde a una justificación razonable adoptada por un 
hombre diligente de negocios. En cambio, si se considera que un hombre diligente de 
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negocios no hubiera aceptado dicho valor convenido en una operación similar, debe 
ajustarse la operación secundaria por entender que dicha alternación de precios se ha 
llevado a cabo simplemente por la relación societaria que existe entre ambas entidades, 
concurriendo así la denominada societatis causa. 
Se admite la doble dirección de los ajustes, al alza y a la baja, de manera que las 
sociedades alemanas pueden ser receptoras o transferentes del exceso de beneficios, 
causado o bien por un reparto oculto de dividendos o por una aportación encubierta de 
capital34. Destacar que la recepción de dividendos por parte de una empresa alemana 
supondrá, en conjunto, una disminución en la base imponible al aplicar la exención de la 
normativa interna del 95%. 
Sala Galvañ (2003, p.209) entiende que “Alemania constituye el máximo estandarte de la 
aplicación objetiva de los ajustes secundarios” mientras que Ferrer Vidal (2015, p.291-292) 
considera que la alemana es una concepción más bien objetiva pero “que tiene algún atisbo 
de subjetividad que no puede ser obviada (…) siempre habrá un aspecto subjetivo respecto 
la valoración de cómo habría enfocado la situación un diligente hombre de negocios”. 
Respecto a la figura jurisprudencial del hombre diligente de negocios, aunque sí es cierto 
que en el momento de su origen en 1967 podía entenderse justificada ante el limitado 
desarrollo del principio de plena competencia,  algunos autores apuntan que actualmente 
está quedando un tanto obsoleta, pues a pesar de insertar cierta flexibilidad y subjetividad, 
también genera inseguridad jurídica a los contribuyentes al configurarse como un concepto 
de difícil aplicación práctica. 
9. ASPECTOS CRÍTICOS DE LA REGULACIÓN ACTUAL ESPAÑOLA  
En este apartado se pretenden sintetizar los diferentes puntos críticos de la regulación 
española del ajuste secundario, que se han ido analizando a lo largo del trabajo: 
1) Exceso de automatismo o carácter objetivo: a pesar del pronunciamiento del TS en la 
sentencia de 27 de mayo de 2014 sobre su carácter iuris tantum y su naturaleza no 
antielusiva, con la eliminación normativa de la posibilidad de aportar prueba en contrario 
(prevista anteriormente en el artículo 20 bis 3 RIS 2004) parece que el ajuste secundario 
se configura en la nueva regulación como una presunción de calificación iuris et de iure, 
que presume una voluntad elusiva y que se aplicará siempre que objetivamente se 
cumplan dos premisas: estar ante una operación entre partes o entidades vinculadas y 
que el precio convenido difiera del de mercado. 
 
2) Posible vulneración del principio de capacidad económica: con algunas de las 
calificaciones del artículo 18.11 LIS 2014, relativas a la diferencia de valor que excede 
del porcentaje de participación (utilidades y liberalidades), se están asumiendo 
capacidades económicas inexistentes al crear dichas ficciones jurídicas. 
 
                                                          
34
 En la normativa alemana la figura de la aportación de capital solamente se prevé respecto la transmisión de bienes 
materiales o inmateriales, descartándose en caso de prestaciones de servicios, préstamos sin intereses, etc. 
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3) Posible vulneración del principio de seguridad jurídica: 
- Respecto el destinatario final del mandato: la ley no especifica una cuestión tan 
importante como es a quién va dirigida la regla de calificación, si a la Administración 
y al contribuyente o solamente a la Administración. 
- Respecto a la sancionabilidad por inaplicación o incorrecta aplicación: no se 
establece si la falta de aplicación o la aplicación de forma incorrecta es sancionable 
ni si el régimen sancionador del artículo 18.13 LIS 2014 puede ser aplicable también 
al ajuste secundario. Además, sin concreción expresa de quién es el destinatario de 
la norma resulta difícil plantearse cuál sería el régimen sancionador aplicable, pues 
en caso de obligar únicamente a la Administración no cabría la sanción por aplicación 
incorrecta. No obstante, en aras a salvaguardar el principio de seguridad jurídica, ya 
solo el hecho de no existir legalmente tipo infractor vinculado a la regla de calificación 
debe llevar a afirmar la no aplicación del régimen sancionador específico de 
operaciones vinculadas a la inaplicación o incorrecta aplicación del ajuste 
secundario. 
 
4) Dualidad de normativa contable y fiscal: desde el 2007 existe una doble regulación de 
las operaciones vinculadas, existiendo reglas de valoración y de calificación tanto a nivel 
contable como fiscal, que aunque parecen basarse en los mismos principios (necesidad 
de valorar a valor de mercado y prevalencia del fondo sobre la forma) lo cierto es que 
divergen en varios aspectos: el valor de mercado y el valor razonable pueden no 
coincidir, la norma de calificación contable exige adecuación a la realidad económica de 
la operación y deja margen de subjetividad al sujeto pasivo mientras que la fiscal 
establece calificaciones apriorísticas en operaciones socio-sociedad y en el resto de 
casos exige adecuación a las rentas puestas de manifiesto. Además, no se establece 
expresamente la procedencia de aplicar ajustes extracontables por parte del 
contribuyente cuando la contabilidad no cumpla con el principio de plena competencia. 
 
5) Incongruencia con el Derecho Mercantil: se incumple la normativa mercantil cuando el 
ajuste secundario se califica como distribución de beneficios y tal distribución no se hace 
de forma proporcional a la participación de cada socio, sino que se distribuye 
únicamente al socio que ha intervenido en la operación vinculada, así como también 
cuando se califica como aportación a los fondos propios y sólo incrementa el porcentaje 
de participación del socio que hace la aportación, sin disminuir el del resto de socios. 
 
6) Impacto en el resto de socios que no participan en la operación vinculada principal: con 
las calificaciones previstas en la ley respecto la relación socio – entidad, se acaban 
produciendo efectos sobre el socio que no ha participado directamente  en la operación 
vinculada, contraviniendo el principio general de protección de los terceros de buena fe. 
Así, en el caso de transferencia a favor del socio se constata un enriquecimiento de éste, 
en detrimento del resto de socios, y en el caso de transferencia a favor de la entidad se 




7) Doble imposición: la doble fragmentación del exceso de renta lleva a generar situaciones 
de doble imposición en los casos en que el exceso de renta, no correspondiente con el 
porcentaje de participación, se califica como utilidad o como liberalidad, con 
independencia de que el socio sea persona física o jurídica, residente o no residente y el 
exceso sea a favor del socio o la entidad; nuestra legislación no adopta mecanismos 
para paliar tal efecto. Por otro lado, en lo que respecta al exceso de renta 
correspondiente al porcentaje de participación, en el caso de que la transferencia de 
renta sea a favor del socio, el único perjudicado es el socio persona física puesto que el 
socio persona jurídica, residente o no residente, podrá eliminar en principio la doble 
imposición sufrida si se cumplen una serie de premisas.  
 
8) Inexistencia de regulación procedimental para su aplicación: a diferencia de la detallada 
regulación procedimental prevista para el ajuste primario y el bilateral en el artículo 18.12 
LIS 2014, ni el 18.11 LIS 2014 ni el 20 RIS 2015 regulan las fases del proceso de 
aplicación del ajuste, ni cuándo debe desplegar sus efectos, ni si debe condicionarse a la 
firmeza del ajuste primario, ni si puede integrarse en la misma acta de cálculo del ajuste 
primario, etc. 
 
9) Imposibilidad de dar solución a los problemas de todas las operaciones vinculadas: sólo 
se prevén presunciones apriorísticas de calificación para las operaciones vinculadas 









Primera.- Se debería limitar el automatismo del ajuste secundario plasmado en la regulación 
española actual, de manera que no todo ajuste primario comporte de forma automática la 
aplicación de un ajuste secundario. Este tipo de ajuste debería reservarse a los casos en los 
que se pudiera probar que, además de haberse realizado una operación entre partes o 
entidades vinculadas a un precio diferente del valor de mercado, tal diferencia valorativa 
responda a una pretensión elusiva de ocultación de una determinada operación, pero no 
cuando las partes establecen un precio diligentemente, con la información disponible y los 
medios al alcance, que por las razones que sean difiere del de mercado. Así, sería 
necesario que se volviera a incorporar una previsión como la del artículo 20 bis 3 RIS 2004, 
pudiendo el contribuyente acreditar causa distinta a las previstas en la ley de la diferencia 
valorativa. 
A pesar de que el TS afirmó en su sentencia de 27 de mayo de 2014 que el ajuste 
secundario no se configuraba como una norma anti elusiva y que era una presunción “iuris 
tantum”, tal consideración no parece plasmarse explícitamente en la nueva normativa. Ante 
tal configuración, sería necesario que se limitaran las repercusiones fiscales del ajuste 
secundario a los casos en los que la actitud del contribuyente así lo merezca, pero no 
cuando se ha calculado el valor de la transacción de forma diligente. 
Segunda.- Se debería eliminar la calificación dual del exceso de renta en función del 
porcentaje de participación, puesto que ya a nivel interno genera situaciones de doble 
imposición al calificarse la parte que no corresponde con el porcentaje de participación de 
utilidad o de liberalidad, sin resultar de aplicación mecanismos de exención.  
De hecho, después de hacer un breve análisis de Derecho comparado se constata que la 
legislación española es la única que apuesta por esta fragmentación del exceso de renta, 
que no ha sido justificada ni en la ley, ni en el reglamento, ni en consultas, ni en 
jurisprudencia ni por parte de la Administración. Además, la OCDE recomienda a los 
Estados que eviten en la regulación del ajuste secundario la creación de situaciones 
generadores de doble imposición en el régimen de operaciones vinculadas, de manera que 
España está incumpliendo totalmente con sus indicaciones. 
Detrás de esta doble calificación parece que puede esconderse un afán recaudatorio por 
parte de la Administración, puesto que en muchas ocasiones el impacto recaudatorio del 
ajuste secundario es neutro. Así, el hecho que la mayoría de los ingresos provenientes del 
ajuste secundario respondan a estos casos de doble imposición puede llevar a reflexionar 
sobre la posible intención de la Administración de crear estas ficciones jurídicas con el 
objetivo de aumentar su capacidad recaudatoria. 
Tercera.- Se debería regular de forma específica en la ley quién es el destinatario final del 
mandato del ajuste secundario (la Administración y el contribuyente o solamente la 
Administración), a través de qué procedimiento debe aplicarse (las fases de aplicación, si se 
condiciona a la firmeza del ajuste primario, etc.) y si su aplicación incorrecta  o su no 
aplicación es sancionable, puesto que su actual regulación atenta contra el principio de 
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seguridad jurídica y obliga a la doctrina a manifestarse al respecto. También se deberían 
habilitar calificaciones del exceso de renta para las operaciones que no están basadas en la 
relación socio o partícipe – entidad, puesto que la existencia de calificaciones específicas 
sobre un tipo de relación causa también cierta inseguridad jurídica al contribuyente. 
Cuarta.- Se podría habilitar la restitución patrimonial, mecanismo de devolución fácil y rápida 
de los fondos indebidamente cobrados en la operación vinculada principal convenida a 
precio diferente al de mercado, como única vía de resolución del excedente de tesorería, sin 
establecerse en la ley presunciones de calificaciones que comportan múltiples problemas 
(doble imposición, incongruencia con el Derecho mercantil, inseguridades jurídicas, etc.). 
Realmente parece más coherente con el principio arm’s length la solución de la restitución 
del exceso que la creación de una ficción jurídica, de una operación presunta (distribución 
de beneficios, aportación de capital, donación, etc.), pues la devolución del exceso de 
beneficios cobrado indebidamente comporta simplemente la devolución a su legítimo dueño 
de aquellos fondos que, como consecuencia de la realización de la operación principal, 
nunca deberían haber sido de la beneficiaria. 
No obstante, la restitución patrimonial no debe concebirse erróneamente como un préstamo 
encubierto entre dos partes vinculadas, puesto que ante tal posibilidad se podrían generar 
intereses y se volvería otra vez a a crear confusión y a caer en la creación de una nueva 
ficción jurídica sujeta a gravamen. 
Quinta.- Ahora ya se puede proceder a responder la hipótesis planteada inicialmente. 
Exceptuando la inclusión de la posibilidad de restitución patrimonial como alternativa al 
ajuste secundario, se constata que el legislador español ha desaprovechado la oportunidad 
que tenía, a través del artículo 18.11 LIS 2014 y el artículo 20 RIS 2015, de mejorar la 
regulación originaria del ajuste secundario y eliminar los múltiples defectos que doctrina y 
expertos habían destacado: se elimina de la normativa la posibilidad de acreditar por parte 
del contribuyente causa diferente a las calificaciones previstas en la ley, de manera que se 
reafirma su configuración como un ajuste automático sin la necesidad de constatarse una 
voluntad elusiva o fraudulenta, sigue existiendo la doble fragmentación respecto la 
calificación del exceso de renta en función del porcentaje de participación en el capital social 
(que comporta dobles imposiciones, incongruencia con el Derecho mercantil, afectaciones al 
resto de socios, etc.), sigue sin especificarse cuál es el destinatario final del mandato de 
calificación, sigue sin regularse un procedimiento para proceder a su aplicación, sigue sin 
hacerse mención a su sancionabilidad y sigue sin ofrecerse presunciones calificativas para 
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Anexo 1. Cuadros comparativos legislación 
Artículo 16.8 TRLIS 2004 (predecesor) 
 
Artículo 18.11 LIS 2014 (actual) 
8. En aquellas operaciones en las cuales el 
valor convenido sea distinto del valor normal de 
mercado, la diferencia entre ambos valores tendrá 
para las personas o entidades vinculadas el 
tratamiento fiscal que corresponda a la naturaleza 
de las rentas puestas de manifiesto como 
consecuencia de la existencia de dicha diferencia. 
En particular, en los supuestos en los que la 
vinculación se defina en función de la relación 
socios o partícipes-entidad, la diferencia tendrá, en 
la proporción que corresponda al porcentaje de 
participación en la entidad, la consideración de 
participación en beneficios de entidades si dicha 
diferencia fuese a favor del socio o partícipe, o, 
con carácter general, de aportaciones del socio o 
partícipe a los fondos propios si la diferencia fuese 
a favor de la entidad. 
 
11. En aquellas operaciones en las que se 
determine que el valor convenido es distinto del 
valor de mercado, la diferencia entre ambos 
valores tendrá, para las personas o entidades 
vinculadas, el tratamiento fiscal que corresponda a 
la naturaleza de las rentas puestas de manifiesto 
como consecuencia de la existencia de dicha 
diferencia. 
En particular, en los supuestos en los que la 
vinculación se defina en función de la relación 
socios o partícipes-entidad, la diferencia tendrá, 
con carácter general, el siguiente tratamiento: 
a) Cuando la diferencia fuese a favor del socio 
o partícipe, la parte de la misma que se 
corresponda con el porcentaje de participación en 
la entidad se considerará como retribución de 
fondos propios para la entidad y como 
participación en beneficios para el socio. La parte 
de la diferencia que no se corresponda con 
aquel porcentaje, tendrá para la entidad la 
consideración de retribución de fondos propios 
y para el socio o partícipe de utilidad percibida 
de una entidad por la condición de socio, 
accionista, asociado o partícipe de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 25.1.d) de la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de 
no Residentes y sobre el Patrimonio. 
b) Cuando la diferencia fuese a favor de la 
entidad, la parte de la diferencia que se 
corresponda con el porcentaje de participación en 
la misma tendrá la consideración de aportación del 
socio o partícipe a los fondos propios de la entidad, 
y aumentará el valor de adquisición de la 
participación del socio o partícipe. La parte de 
la diferencia que no se corresponda con el 
porcentaje de participación en la entidad, 
tendrá la consideración de renta para la 
entidad, y de liberalidad para el socio o 
partícipe. Cuando se trate de contribuyentes 
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
sin establecimiento permanente, la renta se 
considerará como ganancia patrimonial de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 13.1.i).4.º 
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del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de 
marzo. 
No se aplicará lo dispuesto en este 
apartado cuando se proceda a la restitución 
patrimonial entre las personas o entidades 
vinculadas en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. Esta 
restitución no determinará la existencia de 
renta en las partes afectadas. 
 
Artículo 21 bis RIS 2004 (predecesor) 
Diferencias entre el valor convenido y el valor 
normal de mercado de las operaciones vinculadas 
Artículo 20 RIS 2015 (actual) 
Restitución patrimonial derivada de las diferencias 
entre el valor convenido y el valor de mercado de 
las operaciones vinculadas 
1. En aquellas operaciones en las cuales el 
valor convenido sea distinto del valor normal de 
mercado, la diferencia entre ambos valores tendrá 
para las personas o entidades vinculadas el 
tratamiento fiscal que corresponda a la naturaleza 
de las rentas puestas de manifiesto como 
consecuencia de la existencia de dicha diferencia. 
2. En particular, en los supuestos en los que la 
vinculación se defina en función de la relación 
socios o partícipes-entidad, la diferencia tendrá 
con carácter general el siguiente tratamiento: 
a) Cuando la diferencia fuese a favor del socio 
o partícipe, la parte de la diferencia que se 
corresponda con el porcentaje de participación en 
la entidad se considerará como retribución de 
fondos propios para la entidad, y como 
participación en beneficios de entidades para el 
socio. 
La parte de la diferencia que no se 
corresponda con el porcentaje de participación en 
la entidad, para la entidad tendrá la consideración 
de retribución de los fondos propios, y para el 
socio o partícipe de utilidad percibida de una 
entidad por la condición de socio, accionista, 
asociado o partícipe de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 25.1.d) de la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las 
leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la 
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio . 
b) Cuando la diferencia fuese a favor de la 
entidad, la parte de la diferencia que se 
corresponda con el porcentaje de participación en 
la misma tendrá la consideración de aportación del 
socio o participe a los fondos propios de la entidad, 
1. En aquellas operaciones en las cuales el 
valor convenido sea distinto del valor de mercado, 
la diferencia entre ambos valores tendrá para las 
personas o entidades vinculadas el tratamiento 
fiscal que corresponda a la naturaleza de las 
rentas puestas de manifiesto como consecuencia 
de la existencia de dicha diferencia, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 18.11 de la Ley 
del Impuesto. 
2. No se aplicará lo dispuesto en el 
apartado anterior cuando se proceda a la 
restitución patrimonial entre las personas o 
entidades vinculadas. Para ello, el 
contribuyente deberá justificar dicha 
restitución antes de que se dicte la liquidación 




y aumentará el valor de adquisición de la 
participación del socio o partícipe. 
La parte de la diferencia que no se 
corresponda con el porcentaje de participación en 
la entidad, tendrá la consideración de renta para la 
entidad, y de liberalidad para el socio o partícipe. 
Cuando se trate de contribuyentes del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes sin 
establecimiento permanente, la renta se 
considerará como ganancia patrimonial de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 13.1.i).4.º del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta no 
Residentes, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 5/2004, de 5 de marzo . 
3. La calificación de la renta puesta de 
manifiesto por la diferencia entre el valor normal de 
mercado y el valor convenido, podrá ser distinta de 
la prevista en el apartado 2 anterior, cuando se 
acredite una causa diferente a las contempladas 
en el citado apartado 2. 
 
 
 
 
 
 
 
 
